Contribución del Ecuador

La protección de los derechos humanos durante y después de la COVID-19 
Cuestionario conjunto de los titulares de mandato de Procedimientos Especiales de Naciones Unidas sobre derechos humanos

Preguntas comunes
	Nº
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	· Impacto en los derechos humanos
	

	1
	Sírvase explicar los efectos de la pandemia en el disfrute de los derechos humanos y qué medidas ha adoptado el Estado para respetar, proteger y hacer efectivos los derechos humanos.
	Ecuador es uno de los países más afectados por la propagación del coronavirus COVID-19 en América Latina; sus efectos han afectado directamente a los sectores económicos, sociales y culturales de los habitantes. En general, el Ecuador ha dado la máxima prioridad en enfrentar a la pandemia COVID-19 y ha obtenido resultados exitosos en la gestión de la crisis. Esto se ha logrado a pesar de un contexto económico adverso que ha incluido la deuda pública heredada, la disminución de la actividad económica de los principales socios comerciales que produjo una reducción dramática en las exportaciones, la caída del precio del petróleo, la interrupción de las cadenas globales de valor y la consecuente menor demanda de servicios, el empeoramiento de las condiciones financieras mundiales, entre otros. Además, el Gobierno Nacional ha articulado iniciativas y acciones con un enfoque integral y especial énfasis en grupos poblacionales en situación de vulnerabilidad. Por ello, el Ecuador reitera que los Derechos Económicos, Sociales y Culturales y Ambientales se implementan conformidad con los recursos disponibles. En este contexto, como medida central en el aseguramiento de derechos durante la pandemia, el país cuenta con el Comité de Operaciones de Emergencia Nacional (COE-N) con el objetivo de promover y mantener la coordinación en materia de emergencias. El COE está conformado por una plenaria con poder decisión; un área de implementación técnica conformada por Mesas Técnicas de Trabajo (MTT) para la atención humanitaria y complementaria para cubrir sectores de agua y saneamiento, salud, servicios, asistencia humanitaria, educación, productividad, educación vivienda y cooperación internacional; y, un área de operaciones de respuesta conformada por los Grupos de Trabajo (GT) para logística, orden y seguridad y búsqueda y rescate. La estructura es vertical y tiene su presencia a nivel nacional, provincial y cantonal. Dicho Comité coordina acciones a favor de la protección de los derechos a la vida, la salud e integridad de las personas, entre cuyas funciones se destaca la identificación, análisis y resolución de problemas operativos, relacionados con la atención y asistencia poblacional. El Servicio Nacional de Gestión de Riesgos y Emergencias (SNGRE) funge como secretaría del COE para organizar reuniones cuya finalidad es la discusión de los asuntos relacionados con la pandemia y la emisión de los correspondientes acuerdos y resoluciones, que luego de su aprobación son debidamente difundidos y publicados, a fin de operativizar y solventar diversos aspectos de atención identificados en la emergencia, es decir, establecer la estructura de respuesta. El Comité del SNGRE, como ente rector del Sistema Nacional Descentralizado de Gestión de Riesgos, activó el Comité de Operaciones de Emergencia Nacional (COE), presidido por los delegados del Presidente de la República para planear, coordinar, realizar el seguimiento y control de las operaciones de respuesta entre los diferentes niveles de gobierno y funciones de las instituciones ante la emergencia sanitaria declarada, así como la entrega de información pública. Gracias al trabajo de las mesas técnicas y grupos técnicos de trabajo, el COE Nacional ha emitido y autorizado 124 protocolos y lineamientos. El SNGRE dio paso a la coordinación de las acciones del COE Nacional conforme lo establece el Plan Nacional de Respuesta en los niveles nacional y local, a través de sus coordinaciones zonales. Tuvo como objetivo principal la identificación, análisis y resolución de problemas operativos relacionados con la atención y asistencia poblacional que estuvieron en situación de riesgo ante la emergencia sanitaria COVID-19, conforme con el artículo 35 de la Constitución del Ecuador, que refiere la necesidad de atender prioritariamente a determinados grupos poblacionales y que toma en consideración su situación de vulnerabilidad con relación a la protección efectiva de sus derechos humanos.

	2
	¿Se han adoptado medidas en su país durante la pandemia que hayan tenido un efecto limitador sobre los derechos humanos? En caso afirmativo, sírvase enumerarlas, dar una explicación de su adopción e indicar el plazo en que se levantarán. ¿Estaban estas medidas determinadas por la ley? En caso afirmativo, sírvase indicar la legislación pertinente. ¿Por qué fueron necesarias estas medidas para responder a la situación de COVID-19? ¿Fueron estas medidas proporcionales en vista de sus resultados previstos para contrarrestar la pandemia? ¿Tenían esas medidas efectos discriminatorios en diversos grupos de la población? En caso afirmativo, sírvase indicar cuáles y por qué.
	La situación de pandemia llevó al Gobierno ecuatoriano a expedir el Decreto Ejecutivo 1017 del 16 de marzo de 2020, por el que se declaró el estado de excepción. A través de su artículo 3, se suspendió el ejercicio del derecho de la libertad de tránsito, a la libertad de asociación y reunión, y, encargó al COE Nacional disponer los horarios y mecanismos de restricción a cada uno de esos derechos, todo ello únicamente con la finalidad de precautelar la seguridad y el ejercicio pleno de derechos de toda la ciudadanía en el marco de la pandemia. Mayor información y especificidad sobre las medidas se podrán encontrar en respuesta a las demás preguntas del presente cuestionario. Adicionalmente, se renovaron los estados de excepción, lo que ha recibido sendos dictámenes favorables por parte de la Corte Constitucional del Ecuador (CCE) (No. 1-20-EE/20 de 19 de marzo de 2020 y Dictamen No. 1-20EE/20A, de 25 de marzo de 2020). En efecto,  las medidas, por tanto, fueron las constitucional y legalmente previstas, y se adoptaron siguiendo el principio de proporcionalidad. En ningún caso, dichas medidas fueron concebidas para causar efectos discriminatorios en diversos grupos poblacionales.
 

	3
	Sírvase describir si las respuestas a la pandemia por parte de los Estados, las empresas, las organizaciones religiosas u otros agentes han dado lugar a un retroceso de los derechos humanos, también en relación con la acción afirmativa, la igualdad de género, la inclusión de las personas con discapacidad y las personas lesbianas, homosexuales, bisexuales y transexuales, los derechos sobre la tierra de los pueblos indígenas o el acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva. 
	En Ecuador, las medidas tomadas por el Gobierno en el marco del COVID-19, buscan mantener un enfoque de derechos humanos integral, por lo que no consta que en el marco de la pandemia se haya dado lugar en Ecuador a un retroceso en los derechos humanos. Antes bien, las resoluciones del COE-N, así como manuales, protocolos y políticas públicas emitidas en el marco de la pandemia han sido revisadas por la Secretaría de Derechos Humanos (SDH), con el fin de dar alerta temprana en el caso que exista la posibilidad de violación de derechos o un retroceso de los mismos. Respecto a acciones afirmativas la coordinación permanente con las instituciones del Estado y Gobiernos Autónomos Descentralizados (GADs) ha permitido que se establezcan manuales, protocolos y acciones que permitan la garantía de derechos que permitan la igualdad de género, la inclusión de las personas con discapacidad y las personas lesbianas, homosexuales, bisexuales y transexuales, los derechos sobre la tierra de los pueblos indígenas o el acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva.

	4
	¿Qué repercusiones a largo plazo se prevé que tendrán la pandemia y las medidas de respuesta en el disfrute de los derechos humanos? 
	En Ecuador la pandemia ha provocado, ante todo, la reducción de una gran cantidad de puestos de trabajo. En este sentido, el Gobierno se encuentra trabajando en reformas a leyes y creación de políticas que permitan la garantía de derechos y que permita al Estado generar mejores condiciones económicas y sociales tras la pandemia. Entre las principales acciones se encuentra, entre otros, el apoyo a la micro y mediana empresa, cooperación con el sector bancario para establecer estrategias que permitan a los ciudadanos tener liquidez para el pago de sus deudas hasta seis meses después de levantar la emergencia, ampliación de plazos para realizar pagos de servicios básicos, la no suspensión de estos servicios por falta de pago, la posibilidad de negociar reducción de valores correspondientes a arrendamientos, protocolos para atención de violencia de género, protocolos para reinicio de actividades comerciales, entre otros.

	5
	Sírvase explicar si la recuperación económica y los mecanismos de asistencia financiera para reducir el impacto económico y social de las medidas adoptadas han sido objeto de evaluaciones previas de impacto sobre los derechos humanos.
	Ecuador ha actuado inmediatamente para reducir los impactos en la salud y bienestar de su población. La adopción de medidas para apoyar la recuperación económica y los mecanismos de asistencia financiera fueron objeto de análisis de las máximas autoridades y su finalidad es mitigar los aspectos adversos en el territorio ecuatoriano, fomentar la reactivación económica y productiva con énfasis en el ser humano, la contención y reactivación de economías familiares, empresariales, popular y solidaria y el sostenimiento del empleo, priorizando el apoyo a los grupos de población en condición de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad (tomar en cuenta los Decretos Ejecutivos Nro.1022, de 27 de marzo de 2020, 1026 de 24 de abril de 2020, y 1021 de 27 de marzo de 2020, https://minka.presidencia.gob.ec/portal/usuarios_externos.jsf)-.

	

	6
	Sírvase proporcionar datos epidemiológicos sobre las infecciones por COVID-19, la recuperación y las tasas de mortalidad en su país, región o localidad, desglosados por nacionalidad, raza, grupo étnico, religión, pertenencia a pueblos indígenas, edad, género, orientación sexual e identidad de género, niveles de ingresos/pobreza, discapacidad, estatus migratorio o situación de vivienda. ¿Qué grupos de su país se han visto afectados de manera desproporcionada por COVID-19 y qué explicación tendría?
	No ha sido posible obtener información oficial específica, desglosada, procesada y validada hasta el momento.

	7
	Sírvase proporcionar datos desglosados por edad sobre las personas infectadas por el virus COVID 19 y el porcentaje de ellas que viven en instituciones para personas de edad. Sírvase proporcionar datos desglosados por edad sobre las muertes causadas por el virus COVID 19 y el porcentaje de ellas que se encontraban en instituciones para personas de edad.
	Fueron 91.941 las personas adultas mayores atendidas en servicios del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES): 1580 de ellas en residenciales, 3005 en diurnos 17.581 espacios activos y 69775 en atención domiciliar. Al 2018, el 12,4% de las personas adultas mayores viven en hogares que no tienen vivienda propia y el 34,8% de las personas adultas mayores viven en hogares sin servicios básicos. El Gobierno ecuatoriano, como parte del componente de sensibilización de la estrategia de atención y cuidado de personas adultas mayores de los servicios de atención en el marco de la emergencia sanitaria, se desarrollaron productos comunicacionales para el trabajo de tele-asistencia, los cuales están dirigidos a la persona adulta mayor, familia y sociedad; con la finalidad de concienciar sobre los mecanismos de prevención y estrategias de cuidado e inclusión social durante la fase de cuarentena y distanciamiento físico. Desde el COE-N se han emitido las siguientes directrices y protocolos, entre otros:

· Protocolo para el manejo de personas adultas mayores en centros gerontológicos residenciales públicos y privados COVID-19. 
· Protocolo para la articulación de los sistemas locales de protección de derechos de niños, niñas, adolescentes y personas adultas mayores en el marco de la emergencia sanitaria COVID-19.

	8
	Por favor, comparta cualquier información y datos sobre la disponibilidad de servicios de salud para asegurar el acceso a las pruebas, al equipamiento de protección personal y al tratamiento. 
	No se dispone de información al respecto.

	9
	Sírvase especificar en qué medida las cuestiones relativas a la oferta, los obstáculos económicos, sociales o de otro tipo limitan el acceso a los análisis, al equipamiento de protección personal y a los servicios de atención de la salud, en particular para las personas pertenecientes a determinados grupos raciales o étnicos, los pueblos indígenas, las personas de edad, las personas con discapacidad, las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero, las personas que viven en la pobreza o en situación de desamparo, los trabajadores migratorios o las personas sin residencia legal.
	No ha sido posible obtener información hasta el momento.

	10
	Sírvase proporcionarnos datos que indiquen las repercusiones socioeconómicas de la recesión económica desencadenada por COVID-19, como los cambios en los ingresos de los hogares, el aumento del desempleo, el acceso a los alimentos y los medios de vida tradicionales, la pobreza o la falta de vivienda en su país, región o localidad, desglosados por nacionalidad, raza, etnia, edad, sexo, orientación sexual e identidad de género, discapacidad, religión o situación de inmigración.
	La paralización de actividades por la emergencia sanitaria afectó de forma severa la recolección de datos de varias operaciones estadísticas, entre ellas, la Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo (ENEMDU), operación que da cuenta de la situación del mercado laboral del país a través de indicadores estadísticos. En este sentido, el Instituto Nacional de Encuestas y Censos (INEC) se encuentra desarrollando alternativas que permitan recolectar y difundir información estadística en función de las nuevas formas de convivencia. Los esfuerzos realizados se han enfocado en: (i) generar un formulario reducido que sea efectivo en las entrevistas realizadas por llamada telefónica para la obtención de datos en la temática descrita; y (ii) construir el visualizador “Laboratorio de Dinámica Laboral y Empresarial”, como alternativa para la medición de indicadores sobre la estructura empresarial del país y la dinámica del empleo (información que estará disponible en:  https://produccion.ecuadorencifras.gob.ec/geoqlik/proxy/QvAJAXZfc/opendoc.htm?document=empresas_test.qvw&host=QVS%40virtualqv&anonymous=true). 

	11
	¿Qué grupos se han identificado como particularmente vulnerables a las dificultades socioeconómicas en el contexto de la crisis de COVID-19?
	Se ha identificado que los grupos vulnerables ante mayores dificultades socioeconómicas son mujeres, niños personas de tercera edad, pueblos y nacionalidades, personas con discapacidad, migrantes y las personas LGBTI.

	12
	Sírvase proporcionar datos sobre el número de personas de edad que viven en instituciones de atención residencial o en entornos alternativos; el número de personas de edad en situación de sinhogarismo y/o sin una vivienda adecuada; y el número de personas de edad que se encuentran en prisiones, campamentos de refugiados y asentamientos informales.
	Fueron 91.941 las personas adultas mayores atendidas en servicios del Ministerio de Inclusión Económica y Social (MIES): 1580 de ellas en residenciales, 3005 en diurnos 17.581 espacios activos y 69775 en atención domiciliar. Al 2018, el 12,4% de las personas adultas mayores viven en hogares que no tienen vivienda propia y el 34,8% de las personas adultas mayores viven en hogares sin servicios básicos.

	13
	Sírvase proporcionar datos sobre los casos de abuso y descuido de las personas de edad, dentro y fuera de las instituciones de atención de la salud, que se hayan traído a la atención de las autoridades públicas o de los mecanismos de denuncia.
	Si bien no se cuenta con información sistematizada de situaciones de abuso o descuido de las personas adultas mayores dentro o fuera de las instituciones de atención de la salud, desde la declaratoria de emergencia se cuenta con mecanismos de denuncia a nivel nacional ECU-911 y 1700 DELITO y a nivel local se habilitaron canales telemáticos de denuncia desde las Juntas Cantonales de Protección de Derechos (JCPD). Además, la SDH cuenta con el Servicio de Protección Integral que realiza seguimiento a las denuncias y las respuestas que se ofrecen desde el sistema de protección de derechos. 

	14
	Sírvase proporcionar datos sobre los incidentes de violencia en el hogar, incluidos los femicidios, desglosados por: a) femicidio en la pareja, b) femicidio familiar basado en la relación entre el autor y la(s) víctima(s) y c) todos los demás femicidios, basados en el contexto del país.
	A partir del 16 de marzo hasta el 14 de junio del año 2020, se registran 1.145 denuncias por violencia intrafamiliar a nivel nacional, de acuerdo a los datos ingresados en el Sistema de Registro de Disposiciones “SISRED”, del Departamento de Violencia Intrafamiliar de la Policía Nacional (DEVIF). Por otra parte, entre el 16 de marzo y 10 de junio de 2020, se han registrado a nivel nacional 15 procesos tipificados en el artículo 141 por femicidio; de ellos, 4 se encuentran en investigación previa, mientras que, 11 se encuentran judicializados. Además, se han atendido 1576 flagrancias por infracciones de violencia contra las mujeres y miembros del núcleo familiar. De ellas, 1260 (80%) son contravenciones; mientras que 316 son delitos de violencia. En cuanto al número de hechos no flagrantes, se han presentado a las Unidades Judiciales 3420 pedidos de medidas de protección. 

	Protección de diversos grupos en riesgo y de los pueblos indígenas 

	15
	¿Qué medidas han adoptado las autoridades públicas para proteger a las poblaciones de alto riesgo de COVID-19, incluyendo: a) trabajadores sociales y de atención de la salud, b) personas de edad, c) otras personas con un sistema inmunológico posiblemente reducido, como los pueblos indígenas o las personas que viven con el VIH, d) personas detenidas y encarceladas, incluidas las personas bajo custodia del Estado; e) personas que viven en casas de acogida, f) niños y adultos que viven en instituciones, campamentos, refugios o alojamientos colectivos, g) personas con discapacidad, h) personas sin hogar; i) personas que viven en asentamientos informales o en hogares con hacinamiento; j) refugiados, desplazados internos y k) trabajadores migrantes.
	A pesar a de la suspensión temporal de algunos servicios, desde el Gobierno ecuatoriano ha seguido trabajando y dando seguimiento a poblaciones de alto riesgo de COVID-19, en la medida de lo posible, como por ejemplo mediante la utilización de herramientas virtuales y atención permanente en casas de acogida y residenciales. En materia de discapacidades, se ha procedido a realizar adquisición de implementos de bioseguridad y lineamientos de trabajo para entrega de Bono Joaquín Gallegos Lara, contando con 14 centros de referencia y acogida activos, que atienden a 425 personas con discapacidad sin referente familiar o en situación de abandono. Se atiende mediante videollamadas, mensajes y con radio a centros diurnos, hogares y comunidades sobre medidas preventivas frente a COVID 19. En materia de desarrollo infantil integral, los servicios de atención a niñas y niños (NN) introdujeron la metodología virtual para acceder a usuarios y proteger a mujeres gestantes, niños niñas y sus familias que pueden tener otras condiciones de vulnerabilidad. En materia de protección especial, se emitieron lineamientos con medidas de protección y control de cumplimiento obligatorio; se realizaron reportes diarios y semanales de unidades de acogimiento institucional y modalidades de base familiar para seguimiento y respuesta emergente y oportuna; dotación de implementos de seguridad para equipos técnicos y usuarios y procesos de contención psicológica de las casas de niñas, niños y adolescentes (NNA) con actividades lúdicas; coordinación con el Ministerio de Salud Pública (MSP) y los COE para dotar con insumos e implementos para albergues temporales para habitantes de calle, mendicidad, en situación de movilidad humana y diagnosticadas con COVID-19 que no necesitan hospitalización o han sido dados de alta y requieren completar la cuarentena; entre otros. En el aspecto de la atención intergeneracional: desde febrero de 2019, se emitieron protocolos y medidas de seguridad para los servicios de atención y cuidado para las personas adultas mayores; considerando eje de prevención (lavado de manos), atención (desinfección de espacios, distanciamiento social, aislamiento preventivo), y coordinación interinstitucional con el MSP para la atención y derivación de casos de personas que se encuentren especialmente en los Centros Gerontológicos Residenciales (CGR). Adicionalmente, instituciones como el Consejo Nacional de Igualdad de Movilidad Humana (CNIMH), han llevado a cabo actividades de asesoría, referencia y coordinación interinstitucional con GADs en lo concerniente a mecanismos de protección de derechos para que las personas en movilidad humana en situación de vulnerabilidad accedan a servicios de atención médica, alimentación, acogimiento, entre los principales, así como labores de coordinación con entidades de cooperación internacional no reembolsable, a fin de generar acciones conjuntas, como en el tema de movilidad humana en frontera norte. Asimismo, se ha coordinado con la OIM (Organización Internacional para las Migraciones) en el marco del Programa conjunto de transversalización migratoria, que implementará acciones de desarrollo social y económico para personas en movilidad humana, el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 - Toda Una Vida, Plan Nacional de Movilidad Humana y la Agenda Nacional para la Igualdad para la Movilidad Humana. 

	16
	¿Puede informarnos sobre las medidas concretas adoptadas para mitigar el impacto de la pandemia COVID-19 en las comunidades y grupos sujetos a discriminación y desventajas estructurales?
	El Gobierno ecuatoriano  ha desarrollado varios insumos tanto comunicacionales como técnicos para atender las necesidades y minimizar el impacto en comunidades y grupos sujetos a discriminación. Por ejemplo, en el caso de la protección y promoción de derechos de las mujeres y personas LGBTI, se ponen a disposición los siguientes enlaces:
· https://www.igualdadgenero.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2020/05/LINEAMIENTOS-CNIG-CRISIS-SANITARIA-15-MAYO-2020.pdf
· https://www.igualdadgenero.gob.ec/mujeres-y-COVID-19/
· https://www.igualdadgenero.gob.ec/los-riesgos-a-los-que-se-enfrentan-las-mujeres-durante-la-emergencia-sanitaria-por-el-COVID-19-en-ecuador/?fbclid=IwAR0ZZn8nD3oNHKs1eLMJ7em7S3rsWzaA2ww567aBw3Sw6B2cQePnd5ytzPE

· https://www.igualdadgenero.gob.ec/pronunciamiento-mesa-trh-asamblea/

	17
	¿Qué medidas han adoptado las autoridades públicas para garantizar la prestación continua de servicios, incluidos los de alimentación, atención de la salud, educación y asistencia psicosocial a las personas en situación vulnerable, entre ellas a) las personas de edad, b) las personas con discapacidad, c) las personas lesbianas, homosexuales, bisexuales y transexuales, d) las personas sin hogar, e) los pueblos indígenas, f) las víctimas y supervivientes de la violencia doméstica, sexual y de género, g) las víctimas de trata de personas, h) las víctimas de discriminación, i) las víctimas de las formas contemporáneas de esclavitud, incluido el trabajo forzoso, así como h) los niños y niñas víctimas de la venta y la explotación sexual?
	El Gobierno del Ecuador ha adoptado todas las medidas disponibles a fin de garantizar la prestación continua de servicios de toda índole, en la medida de lo posible. En el caso de bienes y servicios para mujeres gestantes, control del niño sano, vacunación y captación de esta población prioritaria y vulnerable en los establecimientos de salud de primer nivel de atención, se ha continuado brindando la ofertan según la demanda. Se elaboraron lineamientos operativos para prestaciones a embarazadas, durante el parto y lactancia y menores de 5 años, en especial, las atenciones priorizadas para la desnutrición crónica y en desarrollo los insumos para el abordaje de la desnutrición aguda y lineamientos para Bancos de Leche Humana. Además, se emitieron recomendaciones al COE para adquisición de kits de alimentos. Por su parte, se emitieron lineamientos para continuar con actividades de teletrabajo en servicios sociales de atención diurna, domiciliar y espacios de socialización para seguimiento a los usuarios. En materia de discapacidades: se efectuó la movilización de personal para turnos, la realización de actividades socioeducativas para personas con discapacidad, contención emocional, y se llevó a cabo coordinación con el MSP para atención médica y/o medicamentos y coordinación para entrega de 3000 kits de alimentos a beneficiarios del Bono Joaquín Gallegos. En materia de atención intergeneracional: los servicios de atención y cuidado de personas adultas mayores, se mantienen activos, y únicamente la atención presencial se encuentra temporalmente suspendida; en relación con los Centros Gerontológicos Residenciales, éstos albergan aproximadamente 2.200 personas adultas mayores, los cuales prestan sus servicios con medidas de prevención y atención en caso de alertas por posibles contagios; mientras que en los servicios extramurales (atención domiciliaria, centros diurnos y espacios de socialización y encuentro), se implementaron espacios de tele asistencia y acompañamiento permanente. Además, se favorece dependiendo de las necesidades la entrega de kits de alimentación producto de las campañas “Dar una mano, sin dar la mano”, así como otras estrategias que se empleen con los diferentes cooperantes. En  materia de protección especial, entre otros, se formularon lineamientos basados en normativas internacionales y nacionales, para implementar 29 albergues temporales, que apoyen con alojamiento, vestuario, aseo, alimentación, control médico, actividades diarias y mantenimiento del espacio y atención psicológica, con atención 24/7, turnos rotativos de los equipos técnicos, considerando medidas de prevención, para garantizar los derechos de los usuarios en respuesta a la emergencia sanitaria. 

	18
	¿Ha habido alguna interrupción de los servicios, como el cierre de hogares de acogida de emergencia, bancos de alimentos o la interrupción de los servicios de atención de la salud o psicosociales que haya sido motivo de preocupación?
	No constan este tipo de interrupciones, con la salvedad de que el MIES suspendió la atención presencial de modalidades de atención diurna, domiciliar y espacios de socialización, si bien las actividades de seguimiento a usuarios continúan llevándose a cabo mediante llamadas, mensajes y videos de consejerías. Además, el MIES, con relación a la población en movilidad humana, aunque hubo de suspender aspectos presenciales como el abordaje y entrevista socioeconómica y psicológica presencial, continuó con los procesos de contención vía telefónica y derivación a servicios de salud en casos de emergencia (COVID, mujeres embarazadas, adultos mayores, enfermedades catastróficas). 

	19
	¿Se han adoptado medidas especiales para abordar la situación de los hogares monoparentales?
	Al momento, no se cuenta con esta información, si bien en las respuestas al resto de preguntas del presente cuestionario se abordan medidas adoptadas en beneficio de la protección del derecho de niñas, niños y adolescentes a disfrutar de un ambiente familiar, así como de derechos sociales enfocados, entre otras cuestiones, en asegurar el acceso a la educación.

	20
	¿Qué medidas se han adoptado para hacer frente a las disparidades raciales, prevenir la discriminación racial y proteger a las víctimas del racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia durante la pandemia?
	El 21 de abril de 2020, se realizó reunión con el COE-N para solicitar la aplicación de medidas de contingencia incluyendo la perspectiva intercultural, de esta manera promover los derechos colectivos de pueblos y nacionalidades. Los dos principales acuerdos alcanzados fueron: 1. Generar mecanismos para el retorno de la información, a fin de que las autoridades nacionales y el COE-N reciban información de lo que sucede directamente en los territorios de pueblos y nacionalidades y poder así brindar atención más focalizada en las diferentes localidades y zonas; y, 2. Receptar y consolidar las demandas/solicitudes de los pueblos y nacionalidades a fin de direccionar/canalizar sus requerimientos a los COE (nacional, provincial, cantonal). Sobre el punto dos, el Consejo Nacional para la Igualdad de Pueblos y Nacionalidades (CNIPN) tiene activo y con equipo capacitado para recibir las peticiones a través del sistema de contacto ciudadano.

	Protección social 
	

	21
	Sírvase proporcionar información sobre los ajustes aplicados y previstos en la red de protección social en respuesta a la crisis, para garantizar que las personas que perdieron todos o parte de sus ingresos como consecuencia de la pandemia tengan acceso a una nutrición suficiente, vivienda, agua y saneamiento, atención de la salud, energía y otros bienes y servicios esenciales. ¿Cómo ha asegurado el Estado el acceso justo y equitativo a las medidas de protección social por motivos de raza, género, orientación sexual e identidad de género, pertenencia a pueblos indígenas y otros?
	El Gobierno ecuatoriano ha llevado adoptado durante la pandemia multitud de acciones encaminadas a continuar asegurando la provisión efectiva de medidas de protección social, sin discriminación alguna, entre toda su población, para lo cual se diagnosticaron los desafíos existentes y se efectuaron los correspondientes ajustes institucionales. Por ejemplo, entre otras medidas, en materia de discapacidades, se dispuso entregar kits de alimentos a los usuarios de los servicios de atención diaria, como apoyo a las familias para “estar en casa”; y, se entregaron kits de alimentos a usuarios del Bono Joaquín Gallegos Lara. En este sentido, en general no se han llevado a cabo ajustes en cobertura de los servicios, sino en las formas de prestación del servicio, garantizando el distanciamiento social y la tele-asistencia. 

	22
	¿Cómo ha abordado el Estado la protección social de los pequeños empresarios y de las personas cuyos medios de vida se basan en la economía informal, en particular las personas que trabajan informalmente, en la agricultura y otros medios de vida tradicionales, en la atención infantil y de salud, en el trabajo doméstico, en la construcción, en los restaurantes, en la venta ambulante, en el turismo o como trabajadores sexuales? ¿Qué medidas concretas se han adoptado para evaluar y mitigar los riesgos sanitarios y socioeconómicos pertinentes para esas poblaciones?
	El Gobierno del Ecuador se encuentra trabajando en reformas a leyes y creación de políticas que permitan la garantía de derechos y que permita al Estado generar mejores condiciones económicas y sociales durante y tras la pandemia, incluido el apoyo y protección a pequeños empresarios y personas cuyo sustento se basa en la economía informal. Entre las principales acciones concretas se pueden mencionar las siguientes: el apoyo a la micro y mediana empresa, cooperación con el sector bancario para establecer estrategias que permitan a los ciudadanos tener liquidez para el pago de sus deudas hasta seis meses después de levantar la emergencia, ampliación de plazos para realizar pagos de servicios básicos, la no suspensión de estos servicios por falta de pago, la posibilidad de negociar reducción de valores correspondientes a arrendamientos, protocolos para atención de violencia de género, protocolos para reinicio de actividades comerciales, entre otros.

	Participación y consulta
	

	23
	¿Qué procesos de decisión se utilizaron para adoptar medidas de respuesta a la pandemia? ¿Incluyeron la participación de las autoridades locales y descentralizadas, incluidas las autoridades indígenas, los expertos científicos y las organizaciones de la sociedad civil?
	De acuerdo con los mecanismos nacionales, normativamente previstos, de reacción ante situación de emergencia, se activaron los COE, a nivel nacional, provincial y cantonal, mediante los cuales se articuló las acciones de respuesta entre las autoridades locales descentralizadas y nacionales. De mano con los COE en sus diferentes niveles, se activaron también servicios institucionales que permiten articular y atender las necesidades por sectores como se establece en el manual del COE. En este sentido, cabe destacar que, en Ecuador, la comunidad científica y organizaciones de la sociedad civil junto con las principales universidades formaron parte activa, participando y aportando con sus conocimientos de acuerdo al sector de su competencia.

	24
	Si se han impuesto reglamentos de emergencia, ¿en qué medida han afectado a los procesos oficiales que garantizan la participación y la consulta del público? ¿Han participado en esos procesos de adopción de decisiones las mujeres y los grupos particularmente afectados por la pandemia y las medidas de respuesta?
	Más allá del importante rol de los COE, antes mencionados, cabe indicar que mediante la figura de Decreto Ejecutivo, así como la adopción de normas administrativas de rango infralegal, se han reformado varios reglamentos, protocolos y otros instrumentos emergentes por parte de las instituciones del Estado, cada uno dentro del ámbito de sus competencias. En cuanto a la participación de grupos afectados, no consta que se hayan establecido mecanismos específicos, tomando en consideración que esta normativa se ha encontrado sujeta a la inminencia de la respuesta, y a los procedimientos de adopción ejecutiva de decisiones institucionales sobre cada materia. 

	25
	¿Qué métodos de participación y consulta se han empleado en la preparación y aplicación de las estrategias de reapertura o después de que se hayan levantado los reglamentos de emergencia?
	En general, en el ámbito administrativo ordinario, las autoridades nacionales en territorio evalúan periódicamente la implementación de estrategias ante la situación de emergencia sanitaria por la pandemia del COVID-19, permitiendo, a través del COE cantonal, remitir propuestas al COE-N en relación al mejoramiento o matización de dichas estrategias de ser el caso. Además, en el plano específico de la seguridad y protección de derechos, como estrategia de la Dirección Nacional de la Policía Judicial e Investigaciones (DNPJeI), se han elaborado proyecciones con los eventos de mayor porcentaje delictual, utilizando información de noticia del delito (denuncias) y llamadas de emergencia al ECU-911 a las cuales acudió la Policía Nacional.

	Concienciación y tecnología
	

	26
	¿Qué actividades de sensibilización ha emprendido el Estado para informar a los grupos en situación vulnerable, a los pueblos indígenas y a otras poblaciones que viven en zonas remotas o afectadas por conflictos de los riesgos para la salud relacionados con el COVID-19?
	El Gobierno ecuatoriano, a través de la SDH, efectuó un seguimiento y monitoreo a la protección de pueblos indígenas en aislamiento voluntario desde el inicio de la emergencia sanitaria por el COVID 19, coordinando con los actores involucrados en su protección, con la finalidad de emprender acciones articuladas desde el ámbito de las competencias institucionales para planificar y ejecutar actividades de prevención y contingencia respecto al COVID-19 en la Zona Intangible Tagaeri Taromenane (ZITT) y su área de influencia. En este sentido, se ha elaborado, traducido y producido infografías y audios informativos y preventivos en los idiomas wao, tededo, Kichwa, así como en español; los cuales han sido socializados en las poblaciones colindantes con la ZITT. Así mismo, se elaboró el documento de Lineamientos de Acción de Comunitaria para la Prevención de Contagios del COVID-19 en la ZITT y su área de influencia que se incluyeron como anexo en el “Protocolo para prevención y contingencia del COVID-19 en el área de influencia de la ZITT” emitido por el COE-N.

	27
	¿Se ha capacitado e informado a los funcionarios públicos y a los cuerpos de seguridad con respecto a los efectos generales de la pandemia en los derechos humanos y a la situación de los grupos en situación vulnerable durante la crisis y después de ella?
	Sí: el Ecuador tiene por política general capacitar y formar constantemente en materia de derechos humanos, también en la situación de pandemia, a sus fuerzas y cuerpos de seguridad, sean policiales o militares, se encuentran constantemente formados y capacitados. Por una parte, desde el inició de la pandemia por el COVID-19, la Policía Nacional, a través del Departamento de Violencia Intrafamiliar, ha venido capacitando al personal policial tanto del eje preventivo como investigativo, registrando hasta el momento 3.600 servidores y servidoras policiales capacitados y sensibilizados en temas sobre violencia intrafamiliar, con víctimas en situaciones vulnerables de sus derechos humanos. Por otra parte, las Fuerzas Armadas, con base en dichas capacitaciones, han llevado a cabo todas las acciones necesarias para mitigar los efectos del COVID-19 en todo el territorio nacional y precautelar el acceso efectivo a los derechos de las personas, sin discriminación alguna, con especial atención a los grupos vulnerables. Un detalle sobre las gestiones del Ministerio de Defensa Nacional (MIDENA) con respecto a esta pregunta se puede encontrar en el siguiente enlace: https://docs.google.com/document/d/1rMU-tvr7YDs9I5VtDnUng6VqEfpo1eF7hQ1zTYPlpcw/edit?usp=sharing 

	Internet
	

	28
	Internet y los medios sociales se utilizan cada vez más para el trabajo, la educación, la compra de alimentos y otros bienes, el intercambio de información para la concienciación, la libertad de expresión, las ceremonias religiosas, la interacción cultural y social, la consulta y la toma de decisiones políticas. ¿Qué desafíos y obstáculos ha puesto de relieve la pandemia en lo que respecta al acceso a Internet de todas las personas? ¿Ha dado lugar la situación reciente a un aumento de las violaciones de los derechos humanos, el acoso y la intimidación en línea? En caso afirmativo, ¿cómo se ha abordado esta cuestión?
	Ecuador considera fundamental que se garantice el derecho de acceder a medios tecnológicos, y específicamente, a internet, como medio para garantizar el ejercicio efectivo de gran cantidad de sus derechos humanos, especialmente en tiempo de pandemia. Por ejemplo, el Ministerio de Telecomunicación y de la Sociedad de la Información (MINTEL) y la Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos (DINARDAP) iniciaron acciones de coordinación del Plan de Acción del “Pacto Operativo del Gobierno Nacional con la Niñez y la Adolescencia por un Internet Seguro” y se ha identificado que el mecanismo idóneo es el diseño e implementación de un sitio web, orientado a dar publicidad al Pacto y a la iniciativa del Plan de Acción para convocar a más actores estratégicos y lograr su compromiso en la generación de iniciativas orientadas a proteger niñas, niños y adolescentes en el entorno digital. En este sentido, en el marco de la política “Ecuador Digital” que se implementa desde diciembre de 2019, el país continúa trabajando en el proceso de construcción de su agenda digital, apoyando el desarrollo tecnológico, así como la inclusión y habilidades digitales, entre otras; en particular en los procesos de construcción de conocimientos que permitan crear habilidades y competencias digitales; desde una perspectiva de empoderamiento continuo y se podría promover la seguridad y la confianza en el uso de internet con los actores estratégicos, 

	29
	¿Qué enfoque han adoptado las autoridades competentes para monitorear la información en línea relacionada con la pandemia? ¿Se han eliminado algunos contenidos de Internet? En caso afirmativo, ¿qué criterios se aplicaron para decidir que los contenidos específicos debían ser borrados? ¿Se han aplicado medidas específicas contra la incitación al odio en el ciberespacio?
	Ecuador considera que existe un notable desafío en el incremento de casos de ciberdelitos adaptados a determinados aspectos de la crisis del COVID-19 a nivel mundial, con el objetivo de atacar, desinformar e incluso alarmar a Gobiernos, organismos internacionales y población en general, por lo que, con el fin de realizar una labor preventiva de protección y garantía de derechos, se procura realizar un trabajo de monitoreo de redes sociales para identificar diferentes modus operandi en la comisión de delitos cibernéticos (fraude electrónico, noticias falsas y acceso no consentido a un sistema informático). En este sentido, el Gobierno ecuatoriano, a través del Ministerio de Gobierno (MDG), dedica esfuerzos a impulsar dicho monitoreo a través de las fuentes abiertas de información (internet) con el propósito de identificar noticias falsas que se están emitiendo a nivel nacional mediante las redes sociales y páginas web.

	Rendición de cuentas y justicia 
	

	30
	¿Podría destacar las principales preocupaciones en las quejas recibidas por las instituciones nacionales de derechos humanos, las defensorías del pueblo y los órganos de lucha contra la discriminación en relación con las crisis de COVID-19 y cómo se han abordado? 
	El Gobierno a través de cada uno de sus cinco Consejos Nacionales de Igualdad, ha registrado varios tipos de preocupaciones en las quejas recibidas durante esta situación. En el caso del CNIMH, desde el 16 de marzo al 12 de junio de 2020, se atendieron oportunamente 23 solicitudes de información relativas a renovación de visa referente a atención de usuarios, a visas humanitarias y a vuelos humanitarios. En el caso del CNIG (Consejo Nacional para la Igualdad de Género), las preocupaciones se refirieron al aumento de casos de violencia de género, y a ciertas dificultades de acceso a los mecanismos de denuncia, sobre lo cual debe tenerse en cuenta la suspensión de algunos organismos locales de protección. En el caso del CNII (Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional), se ha registrado una débil articulación interinstitucional y de los mecanismos emergentes para atender y proteger derechos de manera oportuna, de las víctimas de violencia física, psicológica y sexual, y para sancionar a responsables en el contexto de la pandemia, así como dificultades en el funcionamiento de las JCPD durante la emergencia sanitaria, por las restricciones en la movilización y las dificultades en la conectividad. En el caso del CNIPN, se ha registrado una ausencia de mecanismos de coordinación entre los COEs cantonales y las autoridades comunitarias; una débil articulación entre las instancias competentes para atender de acuerdo a la realidad territorial, cultural y lingüística a los territorios de pueblos y nacionalidades; y, el constante riesgo de que los GADs cantonales desvinculen a los consejos o JCPD bajo la consideración de que su trabajo no justifica su pago. El CONADIS (Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades) señaló que la mayoría de denuncias recibidas se refieren a vulneración de derechos laborales hacia personas con discapacidad y sustitutos de personas con discapacidad.

	31
	¿Podría proporcionar alguna explicación y estadísticas sobre el impacto de la pandemia COVID-19 en el funcionamiento del sistema de justicia, incluidos en los cuerpos de seguridad, la prestación de asistencia jurídica y el funcionamiento de los tribunales? ¿Qué actividades se suspendieron temporalmente?
	En lo que se refiere al funcionamiento del sistema de justicia, las resoluciones emitidas por el Consejo de la Judicatura (órgano de gobierno de la Función Judicial ecuatoriana) en el marco de la pandemia, buscaron precautelar la salud de los usuarios y funcionarios, garantizando el acceso a la justicia. En ese sentido, se ha privilegiado el uso de video-audiencias, turnos, atención por correo electrónico de medidas de protección o cambio de medidas, y se suspendieron las labores presenciales, exceptuando las unidades con competencia en flagrancias con respecto a las siguientes materias: penal, violencia contra la mujer y miembros del núcleo familiar, tránsito, adolescentes infractores y, unidades de garantías penitenciarias. Más información, se puede encontrar en el siguiente enlace: Resoluciones CJ 2020

. Por su parte, en cuanto a los cuerpos de seguridad, la Policía Judicial continuó receptando las denuncias de la ciudadanía, si bien se detectó que muchas personas perjudicadas por los delitos informáticos no presentan denuncias debido al desconocimiento de las posibilidades de reclamación. Cabe señalar que, debido al estado de emergencia establecido mediante Decreto Ejecutivo 1017, hubo de suspenderse temporalmente la recepción las denuncias por violencia intrafamiliar en las Unidades Judiciales a nivel nacional. Sin embargo, se innovó la red de ayuda mediante mensajería instantánea de WhatsApp, en coordinación con el MDG, se canalizó la emisión de medidas administrativas de protección a nivel nacional a favor de las víctimas con la Comisaria Nacional, la Intendencia, las Tenencias Políticas y la JCPD.medidas de protección COVID-19 y 

	32
	Sírvase describir las medidas adoptadas por el sistema de justicia de su país para proteger a las personas de las violaciones y abusos de los derechos humanos durante o después de la pandemia de COVID-19. ¿Qué medidas se han adoptado para prevenir, investigar o enjuiciar a) el arresto y la detención arbitraria, b) la violencia de género, c) la venta y la explotación sexual de niños y niñas, d) las formas contemporáneas de esclavitud, e) la discriminación racial o f) los desalojos ilegales?
	Entre las medidas adoptadas por el Consejo de la Judicatura se destaca, entre otras, la habilitación 250 unidades de las cuales 164 atienden contravenciones y delitos flagrantes en casos de violencia de violencia psicológica, verbal, física y sexual en contra de la mujer y miembros del núcleo familiar; el uso de medios electrónicos para la presentación de denuncias y tramitación de medidas de protección en materia de violencia de género e intrafamiliar; la emisión de directrices la concesión ágil y oportuna de beneficios penitenciarios. Se ha garantizado la atención de las garantías jurisdiccionales a través de un sistema turnos en las provincias con mayores niveles de contagio.


	33
	¿Qué medidas se han adoptado para garantizar el acceso a la justicia y la rendición de cuentas y la reparación de las víctimas de las expresiones de odio, el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas relacionadas de intolerancia durante la pandemia?
	La ciudadanía, ante tales situaciones, dispone de la posibilidad de acudir tanto al CNIPN como a la Dirección Nacional de Acceso a los Servicios de Justicia del Consejo de la Judicatura, sin perjuicio de poder activar mecanismos judiciales o disciplinarios, en el caso que procedan, o de presentar comunicaciones ante la Defensoría del Pueblo del Ecuador (DPE), en su calidad de Institución Nacional de Derechos Humanos. 

	34
	¿Cuál ha sido el impacto de esta situación en el acceso de las mujeres a la justicia? ¿Están abiertos los tribunales y ofrecen protección y decisiones en casos de violencia doméstica, y son accesibles las órdenes de protección?
	Ecuador, a través de la coordinación del COE-N, desarrolló de manera interinstitucional un Protocolo de Comunicación destinado a regular el procedimiento de comunicación y atención de casos de violencia de género e intrafamiliar, el cual se constituye en relación a los diversos servicios que prestan las instituciones públicas como son: Servicios Integral de Seguridad –SIS– ECU-911, MSP, MDG, Ministerio de Educación (MINEDUC), Dirección Nacional de Policía Especializada para Niños, Niñas y Adolescentes (DINAPEN), Departamento de Violencia Intrafamiliar –DEVIF– de la SDH y la Dirección Nacional de Policía Comunitaria. Dicho Protocolo recoge la distribución de responsabilidades de cada una de las instituciones, así como los lineamientos para la detección, derivación, prevención y atención en este tipo de situaciones. Para ello, el Servicio de Protección Integral –SPI– se articula con la Red de Centros de Atención Integral para la respuesta de atención psicológica, trabajo social y asesoría legal; y con las cinco Casas las de Acogida que mantienen convenios con la SDH para el acogimiento de emergencia de las mujeres y sus hijos e hijas. Este protocolo funcionará tanto en el marco de la emergencia sanitaria por el COVID-2019, como de manera posterior a esta situación.

	35
	¿Se ha multado, detenido o procesado a personas en situación de sinhogarismo por no respetar las órdenes de confinamiento o de permanencia en el domicilio? ¿Cómo se abordó esta cuestión en su país?
	Actualmente, no se dispone de un registro específico del número de personas sin hogar que han sido multadas. Sin embargo, se registra un total de 3.705 personas en casas de acogida y centros residenciales que permanecen disfrutando de estos servicios. Cabe señalar que para las personas en situación de calle se han abierto albergues temporales durante la emergencia sanitaria, en conjunto con varias instituciones del Estado y gobiernos locales. La atención se ha brindado, independientemente del levantamiento de multas o procesos por no respetar la orden de confinamiento. 

	36
	¿De qué manera las restricciones a las reuniones públicas o privadas han afectado a la libertad de expresión y de reunión? ¿Se ha multado, detenido o procesado a las personas que participan en protestas pacíficas por infringir las restricciones nacionales impuestas a las reuniones públicas o privadas?
	Los derechos civiles y políticos vinculados a la declaratoria del estado de excepción en Ecuador han sido absolutamente respetados, Han existido algunas  restricciones a las reuniones motivadas por la necesidad de disminuir la propagación del coronavirus pero no han afectado el pleno ejercicio de la libertad de expresión y reunión debido a que el país cuenta con un alto nivel de conectividad a Internet, lo que permite el acceso a plataformas para la realización de videollamadas las mismas que permiten una relación directa, privada y sin interferencias de los poderes públicos. No se han realizado detenciones por la violación de la restricción vehicular y peatonal, ya que las últimas manifestaciones y plantones fueron realizados en las ciudades con “semáforo amarillo”, bajo cuyo régimen rige una restricción de movilidad a partir de las 21H00. No se cuenta con información específica sobre procesamiento judicial referente a personas que hayan podido participar en protestas por infringir restricciones nacionales impuestas; no obstante, de manera general, del 16 de marzo al 31 de mayo de 2020, se registran los siguientes datos referentes a todas causas que se registran por el delito de “incumplimiento de decisiones legítimas de autoridad competente”, tipificado en el artículo 282 del Código Orgánico Integral Penal del Ecuador (COIP):
Causas de marzo 2020
Causas de abril 2020
Causas de mayo 2020
Ingresadas

Resueltas

Ingresadas

Resueltas

Ingresadas

Resueltas

Párrafo 1 del art. 282 COIP (incumplir “órdenes, prohibiciones específicas o legalmente debidas, dirigidas a ella por autoridad competente en el marco de sus facultades legales”)
738

48

140

84

254

145

Párrafo 2 del art. 282 COIP (“La o el servidor militar o policial que se niegue a obedecer o no cumpla las órdenes o resoluciones legítimas de autoridad competente, siempre que al hecho no le corresponda una pena privativa de libertad superior”)
4

1

-

-

4

1

Párrafo 3 del artículo 282(quien lleve a cabo lo descrito en el inciso 2 “cuando la o el servidor militar o policial desobedezca o se resista a cumplir requerimientos legítimos de la Policía, en su función de agentes de autoridad y auxiliares de la Fiscalía General del Estado.”)
6

-

1

-

4

-

Total 
748

49

141

84

262

146



	37
	¿Hay investigaciones públicas o parlamentarias en curso sobre la respuesta de las autoridades públicas para contener la propagación de la pandemia?
	En la Asamblea Nacional, durante el período de confinamiento, tuvieron lugar en sede parlamentaria las comparecencias de diversas autoridades y otros funcionarios sobre diversos aspectos de la respuesta de las instituciones ante la pandemia. No se dispone al momento de información actualizada sobre otro tipo de investigaciones sobre este asunto.

	38
	Sírvase proporcionar información sobre cualquier presunto descuido, abuso o violación grave de los reglamentos sanitarios en las instituciones de atención de la salud y las instituciones que atienden a las personas de edad y las personas con discapacidad durante la epidemia de COVID-19 en su país. ¿Qué medidas han adoptado las autoridades públicas y judiciales para hacer frente a esas denuncias y establecer la responsabilidad, si procede? ¿Se ha iniciado alguna investigación disciplinaria, pública o judicial, incluso contra la dirección de las instituciones en cuestión?
	En los centros de acogimiento y residencia para personas adultas mayores, con el propósito de evitar contagios, se solicita como requisito de ingreso que se realicen la prueba de COVID-19, que al momento actual es proporcionado por el MSP; sin embargo, en algunos casos, las personas adultas mayores que requieren este servicio como medida de protección, no presentan síntomas o no han tenido contactos de riesgo frente al COVID-19, por lo cual el procedimiento de salud no autoriza a realizar las pruebas, quedando las personas adultas mayores, sin recibir cuidados y protección por parte de los servicios sociales.

	39
	¿Podría compartir información sobre las normas de emergencia y las medidas de respuesta de COVID-19 que hayan sido revisadas o suspendidas por los tribunales nacionales o constitucionales de su país?
	Las entidades competentes para proporcionar esta información son los tribunales del Ecuador. No se ha podido obtener una recopilación oficial de esta información hasta el momento.


Preguntas del Relator Especial sobre la extrema pobreza y los derechos humanos
	No.
	PREGUNTAS
	 RESPUESTA

	40
	De conformidad con la Recomendación Nº 202 (2012) de la OIT sobre los pisos de protección social, el piso de protección social nacional se concibe como un conjunto básico de derechos que dan a las personas garantías básicas de seguridad social para la atención de la salud y para la seguridad de los ingresos de los niños, las personas de edad y las personas que no pueden trabajar, en particular en casos de enfermedad, desempleo, maternidad y discapacidad. ¿Incluyen los planes de recuperación económica adoptadas medidas para avanzar hacia el establecimiento o el fortalecimiento de un piso de protección social nacional?
	En el marco de la emergencia sanitaria se han mantenido y fortalecido las políticas relativas a garantizar un piso de protección social para la población más vulnerable, mediante sus Misiones enmarcadas en el Plan Toda Una Vida. Las medidas de apoyo económico frente a la crisis sanitaria se destinan al piso de protección social establecido por el MIES y la Unidad del Registro Social. Adicionalmente, se mantienen las transferencias monetarias mensuales para personas en condición de pobreza, pobreza extrema y vulnerabilidad: Bono de Desarrollo Humano y Bono de Desarrollo Humano Variable para mujeres jefas de hogar, Bono Joaquín Gallegos Lara y Bono para Personas con Discapacidad, Pensión para Adultos Mayores, Pensión Mis Mejores Años, Cobertura de Contingencias y Bono para niños, niñas y adolescentes en situación de orfandad por femicidio (revisar el Decreto Ejecutivo Nro.1022, de 27 de marzo de 2020, y 1026, de 24 de abril de 2020, en el enlace https://minka.presidencia.gob.ec/portal/usuarios_externos.jsf). Adicionalmente, la Misión “Menos Pobreza, Más Desarrollo” busca avanzar en la consolidación de un piso de protección social mediante la coordinación de la acción pública y privada, orientada a disminuir la pobreza, a través del incremento de la capacidad de consumo de los hogares. Por otra parte, con el objetivo de disminuir un impacto negativo en la población trabajadora en términos de morbi-mortalidad, desorden social, económico y reducción del riesgo de transmisión de COVID-19, en población vulnerable; se generaron acciones de prevención, preparación y respuesta concertadas entre las Coordinaciones/Unidades Provinciales del Instituto Ecuatoriano de la Seguridad Social (IESS) y prestadores externos proporcionando directrices y lineamientos, garantizando de esta manera el derecho a la cobertura de la atención de salud de pacientes auto derivados a prestadores externos. Igualmente, debe tenerse en cuenta el análisis de valores facturados de las prestaciones brindadas a los pacientes diagnosticados con COVID-19 en los servicios de salud de los establecimientos de la Red Interna del IESS.

	41
	¿Tienen en cuenta las políticas de empleo asociadas a los planes de recuperación económica la situación específica de las personas que trabajan en el sector informal y la necesidad de mejorar las condiciones de trabajo en ese sector, así como de ampliar a ellas la protección social formal? ¿Han procurado esas políticas aumentar la capacidad de empleo de los grupos que se enfrentan a obstáculos específicos en su acceso al empleo, por ejemplo, mediante el desarrollo de aptitudes impulsado por la demanda y la formación profesional?
	La Constitución y el Código de Trabajo en Ecuador reconocen todas las modalidades de trabajo ejecutadas de forma lícita, ya sea en relación de dependencia o no. En ese contexto, le corresponde al Ministerio del Trabajo (MDT), en el ámbito de sus competencias, salvaguardar que aquellas relaciones de trabajo especiales se desarrollen en respeto a los derechos humanos. Por ello, el MDT analiza continuamente la normativa vigente a fin de proponer mecanismos que permitan regular al sector informal y así mejorar las condiciones de los trabajadores que desempeñan sus labores en este sector.

	42
	¿Han dado las medidas de recuperación económica prioridad a las inversiones en la educación y el desarrollo de aptitudes de las mujeres y las niñas, y en los sectores en que las mujeres constituyen una proporción considerable de la fuerza de trabajo (como en la fabricación de productos de exportación)? ¿Incluyen la presupuestación con perspectiva de género para asegurar que las mujeres se beneficien por igual de las inversiones públicas?
	El Gobierno ecuatoriano, en temas de protección la política pública en materia de género, protege a las madres gestantes, lactantes y madres con cuidado de niños y niñas en educación preescolar, al ponderar por parte de los empleadores la suspensión de la jornada laboral o la reducción de la jornada laboral, sin la afección de su remuneración, y se ha priorizado el diálogo con el fin de precautelar la seguridad de este grupo prioritario. Por otra parte, la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del COVID-19” dentro de las “Medidas Solidarias para el Bienestar Social y la Reactivación Productiva” prevé entre otras acciones, ayuda a los centros de desarrollo infantil, escuelas y colegios en aquellos segmentos de la población más vulnerables, con el fin de garantizar la continuidad educativa. Adicionalmente, la Normativa de Equidad que el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) ha implementado a través del uso de los Clasificadores Orientadores de Gasto en políticas de Igualdad y Ambiente, que permiten vincular las actividades de los programas presupuestarios con los objetivos, metas y estrategias de la planificación nacional o de determinadas políticas.

	43
	¿Han tratado las reformas fiscales asociadas a los planes de recuperación económica de ampliar la base impositiva, reequilibrando las contribuciones fiscales de las empresas y de las personas de altos ingresos? ¿Se han evaluado los efectos que tiene la introducción de impuestos nuevos o más elevados en las personas que viven en la pobreza?
	En el mes de marzo, mediante Decretos Ejecutivos 1021 y 1030, se estableció el diferimiento por 6 meses, del pago del impuesto a la renta de sociedades (2019) y el impuesto sobre el valor añadido (IVA) a pagar en los meses de abril, mayo y junio de 2020, a los sectores económicos más afectados por la crisis sanitaria, pequeñas y medianas empresas, y contribuyentes domiciliados en Galápagos. Debe tenerse en cuenta que dichas medidas no contemplan ni la creación de nuevos impuestos ni el incremento de impuestos, sino que más bien se facilita el cumplimiento de obligaciones tributarias.

	44
	Los principios de derechos humanos de participación, transparencia y rendición de cuentas exigen que los Estados creen y mantengan mecanismos mediante los cuales las personas puedan evaluar, contribuir de manera significativa y eficaz, y solicitar reparación frente a las medidas políticas que afecten a su disfrute de los derechos humanos. ¿Se ha establecido algún mecanismo que permita a las personas que viven en la pobreza participar en la elaboración, aplicación y evaluación de los planes de recuperación económica?
	La Ley Orgánica de Participación Ciudadana (Art. 4), en concordancia con artículo 95 de Constitución, determina que la participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público, se ejercerá como un derecho a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria. Dicho marco señala que en toda la gestión pública se puede ejercer control social, toda entidad pública, o que maneje fondos públicos, debe rendir cuentas de sus actos periódicamente e interactuando con la ciudadanía. 



Preguntas del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	45
	¿En qué medida y de qué manera se interrumpieron las cadenas de suministro de alimentos internacionales y nacionales durante la pandemia? ¿Qué medidas adoptaron los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales? ¿Cerraron las autoridades determinados mercados locales o impusieron restricciones a la exportación de ciertos productos? ¿Cuál fue el razonamiento de las medidas adoptadas por las autoridades respectivas?
	Debido al cierre de actividades no esenciales y a las restricciones internas de movilidad, la distribución de alimentos se vio inicialmente interrumpida. El Gobierno trabajó estableciendo corredores para movilizar la mercadería, activando protocolos para el funcionamiento de puertos y aeropuertos y adoptando gestiones para facilitar despachos en aduanas. Temporalmente, se cerraron mercados hasta establecer protocolos de bioseguridad y políticas sobre horarios de atención, distanciamiento social y aforo de atención. No se adoptaron restricciones sobre exportación de alimentos, salvo sobre ciertos insumos de protección sanitaria. Las medidas se orientaron a detener contagios y a evitar el desabastecimiento de alimentos. Además, entre otras medidas, se han adoptado las siguientes: mantener una oferta estable de la cadena de suministro agropecuario, impedir la especulación, y dinamizar los mercados; procurar el adecuado funcionamiento de cadenas locales, nacionales, regionales y globales; fortalecer la sanidad e inocuidad alimentaria en las cadenas; dotar continuamente de equipamiento de bioseguridad; brindar capacitación y verificación continua en medidas de prevención y manipulación, para evitar contagios de productores y contaminación de alimentos; fortalecer las capacidades de manejo financiero de los productores; y, determinar adecuadas líneas de financiamiento y créditos blandos.

	46
	¿Qué medidas han adoptado los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales para garantizar el acceso a los alimentos de las personas en situación de vulnerabilidad, como las personas de edad, la infancia, las mujeres, las comunidades rurales, las personas LGBT, las minorías nacionales o étnicas, culturales, religiosas y lingüísticas y los pueblos indígenas?
	Los diferentes niveles de gobierno han brindado ayuda directa como provisión de alimentos, logística, centros de distribución, protocolos de bioseguridad, entre otras acciones hacia diferentes grupos de vulnerabilidad y la comunidad en general. Además se impulsaron procesos de articulación y vinculación comercial entre productores del multisector y las distintas cadenas demandantes, resaltando los siguientes medios de comercialización: Agrotienda, Canastas y comercialización directa de los productos (Cervecería Nacional), generando oportunidades de acceso a mercado y comercialización entre los productores y demandantes. En coordinación con otras instituciones se apoyó en la entrega de suministros agropecuarios y kits de alimentos a los productores en situación de vulnerabilidad de la parroquia Santa Rosa, provincia Tungurahua y cantón Santa Isabel, provincia de Azuay. Adicionalmente, el MIES y la empresa pública Unidad Nacional de Almacenamiento (UNA-EP), firmaron un convenio para la adquisición y entrega de Kits alimentarios para población objetivo identificada por el MIES. Además, mediante resolución del COE-N, de 27 de marzo de 2020, numeral 4, se autorizó al MIES junto a otras instituciones “(…) garantizar la entrega de kits de alimentos para las familias (…)” en la Campaña “Dar una Mano sin Dar la Mano”, que promueve la donación de alimentos mediante la plataforma www.darunamanoecuador.com; hasta el momento se han entregado más de un millón de kits. Además, las autoridades municipales han sido las primeras en dotar de kits de alimentos a grupos de atención prioritaria de zonas urbanas, en coordinación con los GADs parroquiales para la identificación de personas en estado de vulnerabilidad, captación de donaciones para la elaboración y entrega de canastas con productos no perecibles en zonas rurales.

	47
	¿Cuáles fueron las condiciones de trabajo en el sector alimentario, como los jornaleros agrícolas, los trabajadores de las tiendas, los transportistas, los cocineros y los comerciantes? ¿Qué medidas adoptaron los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales para garantizar la seguridad y el bienestar de estos trabajadores? ¿Se adoptaron disposiciones y protecciones especiales para los trabajadores migrantes?
	A los equipos técnicos territoriales y a productores vinculados al abastecimiento de alimentos y entrega de canastas de productos agrícolas de la agricultura familiar campesina a domicilio, se les apoyó con transporte y materiales de bioseguridad para organizaciones campesinas, considerando medidas mínimas como el uso de mascarillas, desinfección permanente con gel, alcohol, uso de mascarilla, etc; así como también impulsando campañas sanitarias que consideraban lavado de manos cada tres horas, además del desarrollo de capacitaciones y controles para asegurar el cumplimiento de las medidas de bioseguridad. Complementariamente, se han efectuado inspecciones del trabajo, y se han venido realizando visitas periódicas en esta pandemia a sector alimentario, como los jornaleros agrícolas, los trabajadores de las tiendas, los transportistas, los cocineros y los comerciantes, con el fin de velar que sus condiciones laborales sean optimas, y cumplan con las medidas de bioseguridad, remuneración justa y jornadas laborales acordes a la situación. 

	48
	¿Puede dar ejemplos de otras medidas adoptadas por los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales de su país para prevenir el hambre durante la pandemia y después de ella?
	Con base al Art. 134 del COOTAD (Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización), se coordina, desde el 16 de marzo, con los gobiernos provinciales y parroquiales, acciones diversas para promover el consumo de productos frescos, provenientes del agro de cada localidad, estableciendo mecanismos con alianza público-privada para el transporte y distribución de productos que garanticen la sostenibilidad y soberanía alimentaria, particularmente para las personas de escasos recursos en las urbes, personas en cuarentena, en confinamiento obligatorio y para garantizar la dotación en mercados y puntos de consumo básico. De igual forma, se establecieron mecanismos para garantizar la desinfección y dotación de insumos para proteger a las personas que se encuentran en dichos untos de distribución directa de productores a consumidores, garantizando precios y nutrición. 


Preguntas del Relator Especial sobre el derecho a una vivienda adecuada
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	49
	Sírvase explicar en detalle las medidas adoptadas por los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales para garantizar que las personas estén protegidas contra el virus COVID-19 en su hogar o lugar de residencia:

a) ¿Su país ha prohibido los desalojos? Si se ha declarado una prohibición, indique su fundamento jurídico y cuánto tiempo durará. Sírvase especificar si se trata de una prohibición general y si se aplica también a las personas que viven en la informalidad o en asentamientos informales. ¿La prohibición de los desalojos se limita a los arrendatarios o a los pagadores de hipotecas que no han podido pagar su alquiler o cumplir sus hipotecas, o es más amplia?

b) Si no se ha declarado una prohibición general de los desalojos, sírvase indicar cuántos desalojos se han llevado a cabo, el número de personas afectadas y los detalles concretos de tiempo, lugar y motivos. 

c) ¿Se han adoptado medidas para garantizar que los hogares no se vean privados de agua, calefacción u otros servicios públicos cuando no puedan pagar sus facturas?
	El 17 de marzo de 2020, la Presidencia de la República comunicó que el IESS aplaza 90 días el pago de aportes: abril, mayo y junio. Asimismo, informó que para clientes BanEcuador y CFN se postergan los pagos de los meses descritos, y los intereses no cobrados se repartirán en 12 meses a partir de junio. Además, el artículo 5 de la Ley Humanitaria, establece el no incremento de valores, tarifas o servicios básicos, incluyendo telecomunicaciones e internet. Estas empresas suspenderán temporalmente los cortes por falta de pago, mientras permanezca el estado de excepción hasta 2 meses después de su terminación. Por otra parte, conforme los Dictámenes Nos. 1-20-EE, 1-20EE/20A y 2-20-EE de 19 y 25 de marzo y 22 de mayo del 2020 de la Corte Constitucional respecto de los Decretos Ejecutivos sobre el estado de excepción en Ecuador, y las disposiciones del COE-N, los GADs Municipales han asumido lo siguiente: 1) Responsabilidad sobre la “semaforización” (fórmula/medida con estándares internacionales Organización Mundial de la Salud –OMS– para precautelar reactivación económica local, resguardando la salud de la población; 2) Dotación de mascarillas y otros insumos para la movilidad en el espacio público por parte de la población, de trabajadores/as municipales, centros de salud (competencia central), y otros; 3) Resoluciones sobre horarios de visitas a mercados, áreas urbanas y espacios públicos en general (restricciones por horarios y conforme semaforización aprobada por los COEs Cantonales y Nacional); 3) Vigencia de ordenanzas (normas locales) para el tránsito, la movilidad humana, transporte público y privado, uso de espacios privados (no más de 30 personas) y adecuación de espacios privados para la prestación de servicios esenciales (supermercados, farmacias, centros de salud, oficinas, centros de expendio de alimentos procesados, entre otros). 4) No se han declarado prohibiciones generales de desalojos. 5) Se han emitido resoluciones y ordenanzas para facilitar el pago de servicios básicos de alcantarillado, agua potable, recolección de desechos, y exenciones tributarias en favor de personas vulnerables, ciudadanía en situación de desempleo, empresas en situación de quiebra, entre otros. 

	50
	Sírvase proporcionar información sobre otras medidas jurídicas o financieras destinadas a garantizar que los hogares no pierdan su vivienda si no pueden pagar el alquiler o la hipoteca. ¿Se han adoptado otras medidas de protección de los inquilinos en respuesta a la pandemia?
	En el artículo 4 de la Ley Humanitaria señala que se suspenden temporalmente los desalojos de los arrendatarios en bienes inmuebles. Para acogerse a esta medida, los inquilinos deberán cancelar al menos un 20% del valor de los cánones pendientes. Esta suspensión se extiende hasta que el arrendatario y el arrendador acuerden por escrito un plan de pagos sobre los valores adeudados.

	51
	¿Qué medidas se han adoptado para proteger del COVID-19 a las personas que viven en asentamientos informales, campamentos de refugiados o a las personas en desplazamiento interno, o en situación de hacinamiento?
	Sobre este asunto, se encuentra vigente el Reglamento para Incentivos de Vivienda de Interés Social, el cual, mediante los Incentivos denominados “ampliación y adecuación de vivienda” y “obras de agua y saneamiento ambiental”, busca mejorar la calidad de vida de sus ocupantes. Uno de estos criterios es combatir el hacinamiento moderado y severo; y, la dotación de servicios básicos en viviendas de interés social.

	52
	¿Qué medidas han adoptado las autoridades para garantizar que los trabajadores migratorios y domésticos alojados por sus empleadores sigan teniendo acceso a una vivienda segura durante la pandemia y después de ella? Si los trabajadores migratorios dejaron su lugar de trabajo para regresar a su lugar de origen, ¿qué medidas se adoptaron para garantizar su derecho a la vivienda?
	A fin de garantizar el derecho a la vivienda, se han entregado viviendas de interés social con subsidio total del Estado (100%) dirigida a grupos poblacionales de áreas urbanas y rurales, que cumplan los criterios de elegibilidad y priorización (pobreza y vulnerabilidad) a partir de la métrica de selección de beneficiarios que conste en la base del Registro Social.

	53
	¿Se han adoptado medidas para proporcionar alojamiento seguro a las personas en situación de sinhogarismo? En caso afirmativo, ¿cuántas personas fueron alojadas, en qué forma, dónde y por cuánto tiempo? ¿Cómo se garantizará que las personas a las que se proporcione alojamiento temporal tengan acceso a una vivienda después de la crisis?
	El objetivo del Gobierno ecuatoriano es que las familias de menores recursos tengan una vivienda digna, adecuada y segura, para lo cual aplica el Acuerdo Ministerial 011-20, del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (MIDUVI), que en su capítulo VI, que regula la selección de beneficiarios, dando prioridad a las personas de extrema pobreza y mayor vulnerabilidad.

	54
	¿Puede dar ejemplos de otras medidas adoptadas o previstas por los gobiernos nacionales, federales, provinciales o locales de su país para proteger el derecho a una vivienda adecuada durante la pandemia y después de ella?
	Ecuador dispone de normativa, expedida por la Presidencia de la República y el MIDUVI, respectivamente, garantiza el acceso a una vivienda digna y adecuada, destinada a los ciudadanos ecuatorianos que se encuentren en situación de pobreza y vulnerabilidad, así como a los núcleos familiares de menores ingresos económicos. Además, se han generado medidas de legislación local para facilitar el pago de impuestos prediales, sin generar coactivas ni obligaciones para garantizar, de forma transversal, el derecho a la vivienda. También se han establecido albergues no sólo para personas en situación de riesgo, sino para personas en situación de movilidad humana. Del mismo modo, continúan atendiéndose los planes y programas para vivienda de interés social en los municipios que articularon entre el 2018 y 2019 los proyectos con el nivel central, con énfasis para las personas de escasos recursos económicos y las mujeres jefas de hogar. 


Preguntas de la Relatora Especial en la esfera de los derechos culturales
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	55
	¿Cuál ha sido el impacto en los derechos culturales y en la vida cultural
 de: a.) la pandemia? b.) las medidas adoptadas para responder a la pandemia?
	Tras la declaratoria de estado de excepción, se dispuso el cierre de museos, bibliotecas, centros culturales, teatros y otros espacios donde se desarrolla presencialmente la actividad cultural en Ecuador. Además, se estima que, aproximadamente 140.000 personas empleadas en actividades del sector cultural debieron suspenderlas, mientras que 5.500 personas que dependen, enteramente, del ingreso cultural y sus familias se encuentran en situación de extrema vulnerabilidad. En tal contexto, el Sistema Nacional de Cultura (SNC) ha adoptado las medidas mencionadas en el siguiente enlace: https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/ecuador-2020-plan-integral-de-contingencia-para-las-artes-y-la-cultura/

	56
	¿Qué esfuerzos se han realizado para garantizar el ejercicio de los derechos culturales, de acuerdo con las exigencias de la salud pública? ¿Cómo se ha comunicado el mensaje de que la vida cultural debe disfrutarse de manera que se respete la salud pública y los conocimientos médicos?
	El Ministerio de Cultura y Patrimonio (MCYP) ha generado estrategias de acceso a la cultura y reflexiones sobre la pandemia mediante plataformas digitales (disponibles en: https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/sitios-de-interes-cultural/; y en https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/agenda-cultural/). 

	57
	¿Qué papel han desempeñado la cultura y los derechos culturales en la respuesta a la pandemia:

a) - En los planos individual y colectivo, incluso en el fomento de la resiliencia y la solidaridad, y en la conmemoración de las víctimas?

b) -En el plano científico, para proporcionar información adecuada que sirva de base a las políticas públicas y para garantizar la concienciación del público? ¿De cualquier otra forma pertinente?
	El Gobierno aprovechado esta oportunidad para que la cultura cree vínculos, fortalezca la resiliencia y solidaridad entre la población, como por ejemplo, el fondo concursable ‘Historias desde la Cuarentena’, que constituye una convocatoria pública con un presupuesto de $100.000 no reembolsables para la creación de siete cortometrajes que traduzcan la experiencia vivida. Adicionalmente, se han generado estrategias para acercar la cultura a los ciudadanos mediante la implementación del micro sitio “Sitios Cultuales” para la difusión de contenidos que reflexionan sobre la pandemia (mayor información en: https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/sitios-de-interes-cultural/; y en https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/agenda-cultural/). Por su parte, toda vez que una de las políticas de la Secretaría de Educación Superior, Ciencia y Tecnología (SENESCYT) es la democratización del conocimiento, mismo que constituye un bien de interés público, por lo que se desarrolló un Plan de Difusión y Divulgación de la Ciencia, Tecnología e Innovación, para facilitar el acceso al conocimiento científico. En esta lógica, para fomentar la concientización del público, se impartieron webinars a la ciudadanía por parte de expertos nacionales y extranjeros a la ciudadanía, en los que participaron más de 5740 personas.

	58
	¿Qué medidas se han adoptado para mitigar los efectos de la pandemia y de las medidas para contrarrestarla en el sector cultural y en los derechos humanos de quienes trabajan en él (incluidos los y las artistas, deportistas, profesionales del patrimonio cultural, trabajadores culturales, los bibliotecarios, trabajadores y trabajadoras de museos y de la ciencia)?

a) ¿Cómo se han adaptado a la pandemia el sector cultural y quienes trabajan en él? ¿Cómo han recibido el público esas adaptaciones y cómo se han apoyado, incluso financieramente? ¿Hay sectores de la población que puedan correr el riesgo de quedar excluidos de esas adaptaciones?

b) ¿Qué tipo de medidas serán necesarias para reconstruir el sector cultural en el futuro? ¿Cómo se abordará la inclusión?

c) ¿Ha previsto o anunciado ya su Gobierno medidas específicas para apoyar al sector cultural durante y después de la pandemia? ¿Cómo participarán las partes afectadas en su elaboración y aplicación?
	Ecuador ha propuesto implementar a nivel nacional el “Plan Integral de Contingencia para las Artes y la Cultura”, el cual se constituye en dos etapas y acciones. En la Etapa 1 (emergencia), se ha destinado el Bono humanitario focalizado a 5.500 trabajadores de la cultura vulnerables por valor de $1’050.000; se han destinado líneas de fomento para la emergencia focalizado 2.500 trabajadores de la cultura por un monto de $1’000.000; se han previsto créditos hasta por $50.000 focalizados a 10.000 trabajadores de la cultura que pertenecen al Registro Único de Artistas y Gestores Culturales y empresas del sector cultural; y, se han generado contenidos online. En la Etapa 2 (reactivación y recuperación), se han previsto las siguientes actividades: redefinición de los mecanismos de fomento; replanteamiento de los servicios artísticos y culturales; generación de protocoles, reglamentos y normativas; acuerdos para la circulación de contenidos artísticos y culturales locales y nacionales (mayor información disponible en: https://www.culturaypatrimonio.gob.ec/ecuador-2020-plan-integral-de-contingencia-para-las-artes-y-la-cultura/ ).

	59
	¿Han podido los expertos científicos y médicos expresarse libremente acerca de la pandemia, sus repercusiones y las respuestas necesarias? ¿Qué medidas se han adoptado para hacer frente a la denegación de información científica sobre la pandemia y para garantizar el acceso a información científica fiable que sirva de guía para la elaboración de políticas y las elecciones personales?
	Sí, desde el inicio de la emergencia sanitaria, el Gobierno impulsó varios encuentros virtuales con la comunidad científica para escuchar sus necesidades y propuestas para enfrentar la pandemia. En este sentido, la SENESCYT adoptó las siguientes medidas:

· Apoyo para generación de proceso expedito para obtener permisos de investigación para proyectos relacionados a COVID‐19.

· Seguimiento a los laboratorios de universidades para articularlas con la red de salud pública e incrementar la capacidad de diagnóstico.

· Incorporación al “COVID‐19 clinic research coalition” para intercambiar información sobre prevención, diagnóstico y manejo de COVID‐19 en áreas prioritarias.

· Impartición de webinars en temas relacionados a COVID‐19.

· Reforma de líneas de investigación en temas de salud pública.

· Gestión de apoyo por cooperación internacional para iniciativas ecuatorianas.


Preguntas de la Experta independiente sobre el disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	60
	Sírvase proporcionar más información sobre la situación y las medidas adoptadas en residencias administradas o financiadas por el Estado, centrándose en las necesidades de las personas de edad con problemas de salud subyacentes. Sírvase proporcionar cualquier información relativa a los centros de acogida para mujeres de edad a fin de protegerlas de los abusos o del sinhogarismo.
	El Gobierno ecuatoriano ha implementado directrices de bioseguridad en los centros geriátricos a escala nacional. En este sentido, el MIES refirió que en estos sitios de acogida también se entrega kits de aseo. Los servicios residenciales para adultos mayores no han interrumpido su atención durante la declaratoria de emergencia. En todo este período se han cumplido los protocolos de prevención y atención de situaciones de riesgo y COVID-19 en los centros gerontológicos.

	61
	Sírvase informar cómo y cuántas personas de edad solicitaron asistencia, ayuda o presentaron quejas oficiales durante la pandemia.
	Actualmente, no se dispone de información con este nivel de desagregación.

	62
	Sírvase proporcionar información sobre los informes, discursos y medidas que se centraron especialmente en las personas de edad durante la pandemia. Sírvase incluir buenas y malas prácticas.
	El Gobierno ecuatoriano, como parte del componente de sensibilización de la estrategia de atención y cuidado de personas adultas mayores de los servicios de atención en el marco de la emergencia sanitaria, se desarrollaron productos comunicacionales para el trabajo de tele-asistencia, los cuales están dirigidos a la persona adulta mayor, familia y sociedad; con la finalidad de concienciar sobre los mecanismos de prevención y estrategias de cuidado e inclusión social durante la fase de cuarentena y distanciamiento físico. Desde el COE-N se han emitido las siguientes directrices y protocolos, entre otros:

· Protocolo para el manejo de personas adultas mayores en centros gerontológicos residenciales públicos y privados COVID-19. 
· Protocolo para la articulación de los sistemas locales de protección de derechos de niños, niñas, adolescentes y personas adultas mayores en el marco de la emergencia sanitaria COVID-19.

	63
	Sírvase dar ejemplos de cómo las personas de edad han participado en los procesos de adopción de decisiones durante la pandemia. Sírvase describir cómo se han integrado su perspectiva y sus necesidades en las políticas y programas nacionales sobre el camino hacia la recuperación de COVID-19 para convertirla en una sociedad más inclusiva y adaptada a las necesidades de las personas de edad.
	Las personas adultas mayores padecen patologías crónicas o catastróficas, podrían tener un mayor riesgo de enfermarse gravemente a causa de la nueva cepa de coronavirus. Por ello, es necesario reforzar las medidas de seguridad tanto en domicilios o centros geriátricos para el evitar que se contagien. El Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional (CNII) ha incidido en la toma de decisiones del Centro de Operaciones de Emergencia Nacional (COE-Nacional), para que se incluya la perspectiva generacional de las personas adultas mayores en el desarrollo de los protocolos y directrices para la atención de la población durante la pandemia.


Preguntas del Grupo de Trabajo de Expertos sobre los afrodescendientes
	No.
	PREGUNTAS
	 RESPUESTA

	64
	¿Qué medidas se han adoptado para evaluar y abordar las repercusiones del COVID-19 y de la respuesta a la pandemia en las personas y comunidades de ascendencia africana en el país? Por ejemplo, ¿se han desglosado los datos sobre la infección, la gravedad, la recuperación y la disponibilidad y el acceso a los recursos e intervenciones sanitarios y no sanitarios en función de la raza? ¿Están los esfuerzos de estímulo económico, salud pública y atención de la salud relacionados con la pandemia penetrando en las comunidades de afrodescendientes y qué datos apoyan estas conclusiones?
	En abril de 2020, el COE propuso elevar la petición del CNIPN al MSP respecto a la inclusión de la variable auto-identificación en los reportes epidemiológicos, lo cual está en proceso de presentación a la Instancia competente. Sin embargo, aún no se tienen datos desagregados que permitan evaluar las repercusiones del COVID 19 por nacionalidad y pueblos.

	65
	¿Qué medidas se han adoptado para garantizar explícitamente que el sesgo no motive decisiones médicas y políticas durante esta pandemia?
	El CNIPN motivó la articulación con la dirección de Salud Intercultural del MSP con el objetivo de dar acompañamiento a los procesos e intervención de las instancias en los territorios indígenas, para la prevalencia de los derechos colectivos.

	66
	¿Qué medidas se han adoptado para que los efectos de la pandemia de COVID-19 no recaigan desproporcionadamente en las personas de ascendencia africana? Esta pregunta incluye: a) el impacto de la infección, b) el impacto de las políticas nuevas o existentes, incluido el acceso a la atención de la salud y a la red de protección social, y c) el impacto no directamente causado por la infección (como la pérdida de medios de subsistencia e ingresos).
	No se cuenta con esta información actualizada al momento. En todo caso, de manera general, el Estado ecuatoriano continúa implementando las acciones y políticas públicas previstas para la protección de los derechos de las personas afrodescencientes. Además, se registra que las políticas públicas en materia de salud están extendiéndose de manera adecuada a la provincia de Esmeraldas, que es donde existe un mayor porcentaje de población afroecuatoriana

	67
	Habida cuenta de la particular "invisibilidad social" de los afrodescendientes en muchos países, ¿qué medidas se han adoptado para garantizar que se comprendan plenamente las necesidades específicas de las personas afrodescendientes, tanto en materia de salud como de políticas? ¿Qué planificación se ha llevado a cabo para atender esas necesidades singulares de las comunidades afrodescendientes durante esta pandemia?
	El Ecuador, a través del CNIPN, ha realizado levantamiento de la información sobre el hacinamiento en las viviendas de los asentamientos del pueblo afroecuatoriano en Guayaquil, con el objetivo de aplicar la competencia de observancia a la implementación de las políticas públicas por parte de las instancias ejecutoras. Este proceso de observancia también se aplicará a los GADs.

	68
	¿Qué representación de las personas afrodescendientes existe en la toma de decisiones de alto nivel relacionadas con esta crisis? ¿Qué esfuerzos concretos ha realizado el Estado para asegurar que la planificación para las comunidades de afrodescendientes se realice responsablemente, con la experiencia y comprensión necesarias? ¿Qué medidas se han adoptado para garantizar igualdad en la protección, también a fin de que las intervenciones que parecen neutrales no den lugar o faciliten prejuicios y estereotipos raciales?
	Con relación a la representación de las personas afrodescendientes en la toma de decisiones durante la crisis del COVID-19, cabe recordar que el CNIPN tiene un Consejo Colegiado constituido por 5 representantes de la sociedad civil (indígenas, afro-ecuatoriana y montubio) y 5 representantes del Estado. El CNIPN en este año está desarrollando, entre otras actividades, la formulación de políticas para la implementación de la Etnoeducación y se ha realizado, su primera propuesta desde la participación directa de las autoridades, líderes y académicos del pueblo afrodescendiente. Una variación de suma importancia en la elaboración de la política pública de Etnoeducación es la relación de la salud con educación frente a la crisis de pandemia en sus territorios.

	69
	¿Qué medidas de protección se han centrado en cuestiones de salud pública específicas de las personas afrodescendientes? ¿Cómo han aprovechado los Estados los conocimientos especializados existentes de la sociedad civil para definir las principales preocupaciones y aplicar eficazmente las políticas relativas a las personas afrodescendientes? ¿Cómo han repercutido las preocupaciones y evaluaciones relativas a las personas afrodescendientes en las agendas de investigación y producción de conocimientos desarrolladas en respuesta a la COVID-19, en particular en la investigación de obstáculos específicos a la atención de salud o en el reconocimiento de la intención o repercusiones discriminatorias de las políticas?
	El Gobierno ecuatoriano, a través del CNIPN, participa en la elaboración de una propuesta de apoyo a la economía comunitaria, que plantea como uno de sus componentes el apoyo a la gobernanza territorial, dentro de los cual se ha insertado una línea de apoyo a la revitalización de la sabiduría de los pueblos y nacionalidades. Por otro lado, como parte de las competencias también se está trabajando en la compilación y sistematización de la aplicación de estos conocimientos en respuesta al COVID-19.

	70
	¿En qué medida tienen las personas afrodescendientes acceso a la justicia durante la pandemia? ¿De qué recursos disponen los afrodescendientes para hacer frente al racismo, la discriminación racial y la xenofobia en el marco de COVID-19? ¿Qué investigaciones independientes se llevan a cabo en relación con las violaciones de sus derechos humanos por motivos raciales? ¿Qué sanciones se imponen a las entidades y personas responsables? Sírvase proporcionar ejemplos.
	Debe recordarse que, de manera general, el derecho a acceder gratuitamente a la justicia se recoge en la Constitución ecuatoriana como un derecho en su artículo 75, y que el Consejo de la Judicatura reserva un área institucional dedicada a promover y garantizar su efectiva implementación: la Dirección Nacional de Acceso a los Servicios de Justicia, a través de la Subdirección Nacional sobre Pluralismo Jurídico y Acceso a la Justicia. Adicionalmente, el CNIPN se encuentra preparando un protocolo para la admisión de casos de vulneración de derechos a los pueblos y nacionalidades a fin de facilitar la derivación o la atención directa a los requirentes de este apoyo. En esta línea, se mantiene un convenio de cooperación con la Defensoría Pública para la derivación de casos, la capacitación y el acompañamiento y asesoría interinstitucional para atender con mayor pertinencia y eficacia los casos de vulneración de derechos a pueblos y nacionalidades.


Preguntas del Relator Especial sobre los derechos de los pueblos indígenas
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTA

	71
	¿Cómo ha evaluado y corregido su Gobierno los posibles efectos desproporcionados del virus en la salud de los pueblos indígenas y ha evitado la contaminación en comunidades remotas? ¿Qué medidas se adoptaron para garantizar el acceso a la información, la atención de salud y otras formas de asistencia urgente para las comunidades remotas? ¿Cómo se adaptaron esas medidas a las características específicas, culturales y otras, de las comunidades indígenas?
	El Gobierno del Ecuador, en conocimiento del incremento ascendente de casos de contagio en territorios de pueblos y nacionalidades, y de conformidad con las responsabilidades asumidas frente al COE, ha puesto en marcha tres acciones a través del CNIPN. Primero, la recepción de solicitudes de los pueblos y nacionalidades de forma virtual, a través del Contacto Ciudadano. Segundo, se está desarrollando una campaña de comunicación con pertinencia lingüística y bajo estricta aplicación del principio de igualdad y no discriminación. Y tercero, el CNIPN se encuentra levantando un directorio de contactos de los pueblos y nacionalidades para, de esta manera, facilitar el diálogo y la coordinación directa de las entidades ejecutoras de la atención en época de pandemia con las autoridades, líderes y personas claves de las organizaciones de primer, segundo, tercer grado, así como de las organizaciones de naturaleza y alcance más regional y nacional.

	72
	¿Ha observado su Gobierno algún efecto desproporcionado de la pandemia y de las medidas de respuesta, en el acceso de los pueblos indígenas a sus medios de vida, alimentación y educación tradicionales, o en el derecho a ser consultados y dar su consentimiento en el contexto del desarrollo y las operaciones comerciales en sus territorios?
	No cabe duda que la restricción generalizada de la movilidad en todo el país, en el marco de la pandemia global, ha supuesto también un desafío para que los pueblos indígenas, en ciertos aspectos, puedan haciendo uso cotidiano de sus medios de vida. Sin embargo, respecto al ámbito de la alimentación, es importante destacar su capacidad de producción y de autoconsumo, lo que les ha permitido en muchos casos una mayor flexibilidad, autonomía y resiliencia comunitaria en comparación con otros grupos poblacionales. En materia de garantía del derecho a la salud, de manera preventiva, se han procurado restringir los accesos a los territorios de pueblos y nacionalidades a fin de evitar los contagios, lo que contrasta con el desafío que supone la necesidad persistente de adquirir otros tipos de insumos. 

	73
	¿Cómo ha apoyado su Gobierno a los pueblos indígenas en sus propias iniciativas de lucha contra la pandemia, proteger la salud y prestar asistencia en sus propias comunidades?
	Desde el CNIPN se cuenta con el asentamiento del Protocolo para pueblos indígenas, adaptado para la sensibilización en los GADs:

http://www.pueblosynacionalidades.gob.ec/protocolos/

	74
	¿Cómo se está garantizando que los pueblos indígenas desempeñen un papel en la configuración de la respuesta nacional a la COVID-19 para evitar efectos discriminatorios en sus comunidades e incluir sus necesidades socioeconómicas y culturales reales en los programas de recuperación? ¿Cómo se busca y se respeta su aportación en todos los programas pertinentes que puedan afectarlos?
	Está previsto que el CNIPN, en conjunto con el Consorcio de Gobiernos Autónomos Provinciales Del Ecuador (CONGOPE), inicia en julio de 2020 las jornadas de socialización de los protocolos a los GADS. Adicionalmente, el CNIPN pone a disposición su directorio de pueblos y nacionalidades para que se aplique la coordinación directa como lo establece la disposición del COE y de la Asociación de Municipalidades del Ecuador –AME–: http://www.pueblosynacionalidades.gob.ec/wp-content/uploads/2020/05/Acciones-emergentes-y-sostenidas-para-pueblos-y-nacionalidades.pdf

	75
	¿Qué medidas se han adoptado para proteger las tierras, los territorios y los recursos de los pueblos indígenas contra el posible aumento de la militarización y el acaparamiento de tierras por agentes externos durante la pandemia, incluso en los casos en que la movilización de los pueblos indígenas pueda verse restringida por el confinamiento y la cuarentena?
	No se registra hasta el momento que en Ecuador se haya producido un fenómeno de militarización o acaparamiento de tierras por agentes externos durante la pandemia. En todo caso, cabe señalar que el CNIPN plantea las propuesta de políticas desde el contexto de las demandas y exigibilidad de los derechos, de manera que, específicamente, la protección de los territorios se enmarca en la política de seguridad que establece que se profundice en las ventajas que ofrece la protección del medio ambiente y la influencia positiva que han ejercido desde hace cientos de años las comunidades indígenas, que se sirven del mismo para la creación de alternativas con propósitos mancomunados a nivel nacional e internacional, coherentes con un futuro viable para las próximas generaciones.


Preguntas del Relator Especial sobre las formas contemporáneas de la esclavitud, incluidas sus causas y consecuencias
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTAS

	76
	¿Cuáles son las repercusiones de la crisis del COVID-19 en las formas contemporáneas de esclavitud, incluida la esclavitud basada en la ascendencia, el trabajo forzoso, la servidumbre por deudas, la servidumbre, la esclavitud sexual, la explotación sexual comercial de los niños y niñas, el trabajo infantil, la servidumbre doméstica y las formas serviles de matrimonio?
	La pandemia posiblemente desencadene un aumento de las formas no adecuadas de trabajo infantil, debido a la falta de empleo y al incremento de la pobreza. Estas situaciones que podrían tener como consecuencia que las familias utilicen a sus hijos en trabajos peligros para ellos, lo que también podría provocar que las niñas, niños y adolescentes (NNA) dejen su educación para ayudar con la economía familiar. Por ello, el MDT pretende profundizar el control en los sectores productivos, para evitar la propagación del trabajo infantil prohibido, a fin de garantizar que los NNA se desarrollen en un ambiente adecuado y sano para ellos. El COVID-19 tendrá una amplia repercusión en el trabajo infantil, el virus y la consiguiente crisis económica influirán directamente en el mundo del trabajo con el aumento sustancial del desempleo y del subempleo como consecuencia del brote del virus, obligando de esta manera a las familias a salir con sus hijos a trabajar a causa de la pobreza generada. Adicionalmente, desde el inicio de la pandemia, la Unidad de Investigación de Delitos Tecnológicos del MDG ha constatado que se ha producido un incremento significativo en la región, especialmente en Ecuador, de usuarios que conforman grupos cerrados en las diferentes redes sociales, cuyos integrantes transmiten e intercambian imágenes y videos de explotación sexual de niños, niñas o adolescentes (pornografía Infantil). Las repercusiones que podrían existir es el aumento de casos por explotación sexual comercial, debido a la vulnerabilidad que pueden existir en NNA por el confinamiento y mayor uso redes sociales.

	77
	¿Qué medidas ha adoptado el Gobierno para abordar el aumento de los riesgos de las formas contemporáneas de esclavitud en el contexto del brote? Sírvase compartir toda buena práctica e identificar los problemas persistentes, en particular en lo que respecta a la prevención; la identificación de las víctimas; la facilitación del acceso a los servicios de recuperación y rehabilitación; y la investigación y el enjuiciamiento de los delitos relacionados con la esclavitud.
	Las medidas que se han adoptado son iniciativas de prevención y capacitación sobre el delito de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes a través de plataformas digitales, las cuales están abordadas y coordinadas en el marco de un comité interinstitucional de trata de personas integrado por 12 instituciones del Estado.

	78
	¿Hay indicios de que haya aumentado el número de personas empleadas en sectores económicos informales o ilegales desde el brote de la pandemia? ¿Se han recibido informes de trabajo forzoso y de prácticas de explotación laboral en esos sectores, como horarios de trabajo prolongados, baja remuneración, falta de tiempo adecuado para el descanso y ausencia de pago de vacaciones, etc.? 
	La pandemia ha llevado al cierre de mercados y centros de abasto, por peligro de contagio y por la afluencia masiva de personas a estos centros. Esta medida trajo consigo, en efecto, que los comerciantes de los mercados tiendan a orientar la obtención de sus beneficios a través del comercio informal o, incluso, ilegal. Al respecto, el control y la expedición de políticas para estas formas laborales le corresponden a los GADs. Por el tipo de actividad que están obligados a realizar estos trabajadores, se registra que muchos de ellos no gozan de un horario de trabajo ordinario, tienen una baja remuneración, no tienen un tiempo adecuado para el descanso y carecen de pago de vacaciones. Por otra parte, aunque sí se ha incrementado la informalidad, no se han registrado un aumento de casos de trabajo forzosos o explotación laboral. 

	79
	¿Se ha colaborado con entidades empresariales y otras partes interesadas para elaborar estrategias conjuntas sobre la reducción del riesgo de que los trabajadores vulnerables en sus operaciones y cadenas de suministro se vean expuestos a formas contemporáneas de esclavitud en el contexto de la pandemia?
	El Gobierno ecuatoriano, ha elaborado lineamientos que establecen la obligación de identificar a la población laboral que forma parte de los grupos poblacionales con mayores factores de riesgo para contraer la infección COVID-19, con la finalidad de analizar las características de sus puestos de trabajo, realizar una evaluación del nivel de riesgo, priorizar la modalidad del teletrabajo para precautelar su seguridad y salud; y evitar así, vulneración de derechos, cualquier forma de esclavitud u obligación a laborar en condiciones no seguras:

· Directrices para la prevención y protección de los trabajadores y servidores públicos frente al COVID-19 dentro de los espacios laborales. 

· Guía y Plan general para el retorno progresivo a las actividades laborales.

· Guía de actuación para la prevención y control de COVID-19, durante la jornada presencial de trabajo.

· Directrices para la prevención y protección de los trabajadores y servidores públicos que formen parte de los grupos de atención prioritaria y grupos con mayores factores de riesgo frente a la exposición al COVID-19 dentro de los espacios laborales.

	80
	Desde el brote, ¿ha seguido el Gobierno investigando y enjuiciando las violaciones de los derechos humanos relacionadas con la esclavitud basada en la ascendencia, el trabajo forzoso, la servidumbre por deudas, la servidumbre, la esclavitud sexual, la explotación sexual comercial de los niños y niñas, el trabajo infantil, la servidumbre doméstica y las formas serviles de matrimonio?
	Ante el incremento de usuarios que comparten y transiten contenido de abuso sexual infantil (pornografía Infantil), la Policía Nacional a través de la Unidad de Investigación de Delitos Tecnológicos ha realizado monitoreos y verificaciones digitales de las diferentes redes sociales, encontrando varios perfiles que se dedican a este tipo de delito, ante lo cual se ha puesto en conocimiento de la autoridad competente para las investigaciones pertinentes. Además, la Policía Nacional, conjuntamente con Fiscalía, ha continuado sus labores investigativas, rescate de víctimas y detención de tratantes, los cuales se han reflejado en Operativos Policiales con resultados positivos durante la emergencia sanitaria. A su vez, el MDT procura monitorear el control periódico de las formas precarias de trabajo a nivel país, en especial el que involucra niños, niñas y adolescentes; con estos controles se ha logrado sancionar a los empleadores que incumplen con la normativa y se ha reinsertado a los niños y niñas al sistema educativo. Cuando del control se deriva que los niños, niñas y adolescentes se encuentran inmersos en peores formas de trabajo infantil conforme al Convenio No. 182 de la OIT, se produce una derivación a los organismos de control del Estado, acompañando el informe administrativo correspondiente. 

	81
	A la luz de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, los compromisos mundiales de erradicar la esclavitud (meta 8.7) y la medición del progreso en esta esfera, ¿ha podido el Gobierno garantizar la recogida y el análisis oportunos de datos desglosados? Si se dispone de ellos, sírvase compartir los datos reunidos en el primer trimestre de 2020, incluida la información relativa al número, la edad, el género y la nacionalidad de las víctimas identificadas; el número de enjuiciamientos de los autores; los tipos de servicios prestados a las víctimas; los sectores económicos en que se identificaron las víctimas. ¿Alguno de esos datos ha variado significativamente respecto de las tendencias registradas anteriormente debido a factores relacionados con la pandemia del COVID-19? 
	En Ecuador los datos y registro de victimas de trata de personas son recopilados través del sistema Registratt, que está regido por la Ley Orgánica de Movilidad Humana. Estos datos son recopilados a partir de las bases de datos de Fiscalía (SIAF) y de la Policía Especializada. El sistema es manejado y supervisado por la Dirección de Prevención de Trata de personas del MDG. Los servicios prestados a las víctimas y que no ha variado a raíz de la pandemia son los relacionados con salud, alimentación, traslado o retornos de víctimas, visado de excepción temporal por víctimas de trata, tratamiento psicológico y educación; todo esto, en coordinación con las instituciones responsables: MIES, SDH, Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, MINEDUC y MSP. Además, se trabaja con un protocolo interministerial No. 003 para atención víctimas de trata de personas y tráfico ilegal de migrantes.


Preguntas de la Relatora Especial sobre la venta y la explotación sexual de niños, incluida la prostitución infantil, la utilización de niños en la pornografía y demás material que muestre abusos sexuales de menores
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTAS

	82
	¿Cuál es el impacto de la crisis de COVID-19 en la naturaleza y el alcance de las diversas manifestaciones de la venta y la explotación sexual de niños y niñas, incluidos la explotación y el abuso sexuales de los niños y niñas, también online; el matrimonio infantil; la trata de niños y niñas; el alquiler y la venta de niños y niñas; las adopciones ilegales y el trabajo infantil? 

· ¿Cuáles son las nuevas formas y manifestaciones de la venta y la explotación sexual de niños y niñas en el contexto de la crisis del COVID 19? 

· ¿Cuáles son las principales tendencias y aceleradores en el contexto de la pandemia que pueden aumentar la vulnerabilidad de la infancia a la venta y la explotación sexual?
	Para Ecuador es muy importante continuar promoviendo acciones que permitan luchar contra la existencia de cualquier forma de explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes (ESCNA), para lo cual ha conformado un colectivo interinstitucional sobre la materia, compuesto por instituciones público-privadas, y creado con la finalidad de abordar la ESCNNA. En este marco, se desarrolló una propuesta de hoja de ruta que servirá de base para la elaboración del Plan Nacional contra la ESCNNA. Cabe señalar que se ha reportado el uso de fotografías e imágenes de NNA relacionados a posibles casos de explotación sexual o pornografía infantil, mediante redes sociales, los cuales han sido puestos en conocimiento de las autoridades competentes. El contexto de la pandemia, ha afectado la situación económica del país y ha dejado sin acceso a medios productivos a las familias con mayor vulnerabilidad, provocando la pérdida del sustento diario y limitando la cobertura de servicios básicos. Esta situación ha generado preocupación, temor y reacciones violentas generadas en el confinamiento domiciliario, lo que expone en mayor grado a niñas, niños y adolescentes a ser víctimas de violencia y de delitos relacionados a ESCNNA.

	82
	¿Qué medidas de protección esenciales, incluidas la identificación, la notificación, la remisión y la investigación, se han establecido para detectar y prevenir los casos de abuso y explotación sexual infantil y qué eficacia han tenido desde el brote?
	Con el fin de prevenir la circulación en redes sociales de imágenes de niñas, niños y adolescentes (NNA), que podrían tratarse de pornografía infantil y otros delitos relacionados, se alertó a la Policía Nacional y al MDG, sobre la creación de este tipo de perfiles o cuentas en redes sociales, que ponen en riegos sus derechos; y se solicitó, la coordinación de acciones con la Fiscalía General del Estado, a fin de garantizar el interés superior del niño. Así mismo, se ha circulado en redes sociales, información y contactos para denunciar estos delitos.

	83
	¿Ha habido alguna iniciativa para reunir datos desglosados sobre formas y manifestaciones específicas de la venta y la explotación sexual infantil durante la pandemia y para evaluar los efectos a corto y largo plazo del COVID-19?
	El CNII, como parte del colectivo interinstitucional ESCNNA, solicitó información sobre NNA víctimas de delitos de explotación sexual a la Fiscalía General del Estado y a la Policía Nacional en el tiempo en que ya se había decretado el estado de emergencia sanitaria. Dicha Institución efectúa el seguimiento a estos casos.

	84
	Sírvase compartir información sobre los desafíos que se enfrentan en la prestación de servicios de atención de la salud, educación y asistencia letrada sin interrupción, así como los servicios de recuperación y reintegración de las víctimas en el contexto del brote. 
	Se han extendido los servicios de salud y educación a las personas, familias y comunidades del área rural, que se encuentran más alejadas de los centros urbanos en donde se congregan la mayoría de servicios públicos. Se ha procurado cubrir las necesidades de alimentación y provisiones a las familias con mayor vulnerabilidad. Adicionalmente, se han propuesto mecanismos de información y comunicación, de fácil acceso para la población, de tal manera que se facilite la utilización de recursos que fomenten la salud y educación.

	85
	¿Ha habido ejemplos de soluciones innovadoras para garantizar el funcionamiento eficaz de los sistemas de protección del niño y de justicia que sean resistentes, adaptables y capaces de soportar la próxima crisis?
	El Gobierno del Ecuador, a través del CNII, realiza asistencia técnica a los organismos del Sistema de Protección de Derechos Local, en relación a NNA y personas adultas mayores, proponiendo la adecuación de servicios en el contexto de emergencia. Por ejemplo, se han llevado a cabo las siguientes acciones, entre otras:

· Difusión de servicios locales de protección (por medios, radiales escritos y redes sociales o hasta en altos parlantes en los espacios rurales).

· Capacitación de 164 JCPD y 181 Concejos Cantonales de Protección de Derechos (CCPD) en los protocolos de protección de derechos y las medidas de protección dirigidas a NNA y personas adultas mayores.

· Propuesta de un protocolo de protección a NNA y personas adultas mayores que requieren cuidados frente a la incidencia del COVID-19.

	86
	¿En qué medida eran pertinentes y funcionales los marcos jurídicos existentes sobre prohibición, el enjuiciamiento, la protección, la atención, la asistencia y la prevención en relación con todas las formas de violencia física, mental y sexual contra los niños y niñas, la explotación y el abandono y las prácticas nocivas en relación con ellos?
	Los marcos normativos para la protección y restitución de derechos de NNA no se encontraban totalmente adecuados o propuestos para actuaciones en contextos de emergencia, de restricciones de movilidad y para actividades de teletrabajo. En ese sentido, tomó varias semanas asegurar que los organismos del sistema de protección de derechos reactiven sus servicios y funciones y pueda atender los casos de amenaza o vulneración de derechos, suscitados al interior de hogares familiares, instituciones de acogimiento o en otros espacios de alojamiento.

	87
	¿Se ha producido un aumento en la asignación de recursos, planes de acción o mecanismos de coordinación, servicios de prevención y respuesta para la protección de los niños y niñas contra todas las formas de violencia, abuso y explotación?
	La propuesta central del Estado ha sido construir un plan interinstitucional de prevención y erradicación de la violencia hacia los grupos de atención prioritaria, mediante campañas comunicacionales de prevención y protección de derechos, en coordinación con las instancias públicas en territorio y los niveles de gobierno. Si bien no se logrado producir hasta el momento, de manera general, un aumento en la asignación de recursos para el sistema de protección de derechos, sí se persiguió una optimización de recursos en el sector de salud. Los problemas de amenaza o vulneración de derechos comenzaron a visibilizarse con posterioridad a la adopción de medidas en la atención de los casos de COVID-19.


Preguntas del Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTAS

	88
	¿Cómo evaluó el Estado la situación de las personas LGBT frente a la pandemia y las posibles vulnerabilidades específicas?
	El Estado ha analizado y considerado las particularidades que vive la población LGBTI para el acceso a salud, vivienda, trabajo y sueldo digno, sobre todo en estos momentos de pandemia. Esta realidad se encuentra ligada a condiciones como la edad, la clase social, entre otras, de muchas personas LGBTI, lo que les convierte en una población que puede llegar a encontrarse en situaciones de doble y triple vulnerabilidad.



	89
	¿Qué medidas adoptó el Estado para garantizar que las personas LGBT no fueran objeto de discriminación en la aplicación de las intervenciones relacionadas con COVID-19?
	El CNIG remitió un exhorto al COE-N para evidenciar la necesidad de que la población LGBTI sea priorizada en la entrega de kits de alimentos, bono familiar por la emergencia y no discriminación en el sistema de salud. Además, envió un listado de personas LGBTI para que sean consideradas por el MIES en el Registro Social y, por ende, con relación a los bonos que entrega el Estado. De igual modo, entregó lineamientos sobre género a los GADs y a 32 instituciones del Estado central, que contemplan las particularidades que vive la población LGBTI, para que en sus programas y políticas contemplen las necesidades de esta población, incluido su derecho a no ser objeto de discriminación de ninguna clase.

	90
	¿Participó la sociedad civil LGBT en el diseño de las medidas adoptadas para responder a la pandemia? Si no, ¿por qué no?
	Sí, las acciones del Gobierno se encaminaron en esa dirección. Así, el CNIG se acercó a varias organizaciones LGBTI para que el listado que se entregó al MIES contemple nombres de personas en situación de vulnerabilidad, pues son las organizaciones quienes están más cercanas a ellas. Por otro lado, realizó una reunión con su Consejo Consultivo LGBTI ad hoc para presentar las acciones elaboradas para recomendar al Estado ecuatoriano qué medidas se deben tomar una vez terminada la pandemia para incorporar el enfoque de género en las políticas públicas. Estas acciones recibieron recomendaciones de aproximadamente 6 organizaciones LGBTI de Quito, Guayaquil y Cuenca.

	91
	¿De qué información dispone el Estado en cuanto a las repercusiones de la pandemia COVID-19 en la situación general de las personas LGBT y su acceso a la educación, la vivienda, la salud y el empleo, así como en sus condiciones de vida?
	Hasta el momento, el Estado no cuenta con información específica en cuanto a las repercusiones que ha tenido el COVID-19 en la situación de las personas LGBTI. Sin embargo, en estos momentos el CNIG se encuentra recabando información cualitativa general de las repercusiones del COVID en la población LGBTI en el marco de la pandemia

	92
	¿Puede identificar las buenas prácticas en las intervenciones del Estado en relación con COVID-19 y las personas LGBT? ¿Puede identificar buenas prácticas derivadas de las acciones de la sociedad civil? ¿Se han aprendido lecciones de la pandemia sobre cómo no dejar atrás a las personas LGBT en situaciones de emergencia?
	Las buenas prácticas han consistido, por ejemplo, en que el MIES considere a la población LGBTI en la entrega de bonos familiares por emergencia, lo cual permite ampliar el registro de personas LGBTI en esta institución y por ende, en las políticas del Estado. En cuanto a las organizaciones de la sociedad civil han sido ellas quienes de manera organizada y articulada han llevado alimentos a personas LGBTI en condiciones de vulnerabilidad, lo cual les ha permitido articularse y fortalecerse, aún con la cuarentena decretada desde el mes de marzo. De manera general no se podría decir que hay lecciones aprendidas, pero sí reflexiones sobre la importancia de gestionar una política pública para la población LGBTI.


Preguntas del Relator Esp. sobre las implicaciones para los derechos humanos de la gestión y elim. ecológicamente racionales de las sustancias y los desechos peligrosos
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTAS

	93
	¿Qué pruebas ha recogido sobre los factores ambientales (como la exposición a sustancias y residuos peligrosos, la contaminación del aire y el agua) que contribuyen a los casos graves o mortales de COVID-19? 
	No se cuenta con información específica al respecto.

	94
	¿Qué iniciativas y medidas se han adoptado para comprender ese vínculo y abordar este problema?
	No se cuenta con información específica al respecto.


Preguntas de la Experta independiente sobre las consecuencias de la deuda externa para el pleno goce de todos los derechos humanos, sobre todo los DESC
	No.
	PREGUNTAS
	RESPUESTAS

	95
	¿Su Gobierno se benefició o ha estado asignando (como acreedor, prestamista o donante) alguna forma de alivio de la deuda, incluida la suspensión, el alivio, la moratoria, la reestructuración o la cancelación de la deuda? ¿Fueron los derechos humanos una consideración importante en la adopción de decisiones y la utilización de los recursos financieros? ¿Se identificó algún grupo específico en situación de riesgo? De ser así, sírvase detallar las medidas concretas que se consideraron para proteger sus derechos humanos.
	En un primer momento, para hacer frente a la emergencia sanitaria del COVID-19 y su impacto económico y social del país, el Gobierno del Ecuador comunicó una Solicitud de Consentimiento a los tenedores de bonos con vencimientos 2022-2030, que bordean los USD 17 mil millones de dólares, con el propósito de aliviar la caja fiscal por aproximadamente 811 millones de dólares, a fin de aplazar hasta el 15 de agosto del 2020 el pago de intereses causados y debidos hasta la fecha. En un segundo momento, el 6 de julio de 2020, el Gobierno ecuatoriano, tras mantener conversaciones con organismos bilaterales y tenedores de bonos para un posible reperfilamiento de la deuda existente, anunció el 6 de julio de 2020 que Ecuador ha llegado a un acuerdo con los principales acreedores de su deuda externa, lo que permitirá reducir en USD 1 500 millones la deuda, reducir el interés de 9.3% a 5.2%, ampliar el plazo en 10 años más y obtener 5 años de gracia para el pago del capital de ese tramo de obligaciones, a fin de liberar más de USD 16 000 millones en los próximos 10 años.

	96
	¿Cuántos recursos adicionales se han desplegado para hacer frente a la pandemia y al socorro del COVID-19, si procede? Si se ha asignado/recibido alguna forma de alivio de la deuda, ¿se han hecho ajustes en el gasto social y en los programas de alivio del COVID-19?, en caso afirmativo, sírvase proporcionar más detalles. 
	Las reducciones del Presupuesto General del Estado en el periodo enero a mayo de 2020, responden a la crisis económica que el país atraviesa, agudizadas con la paralización de las actividades económicas desde el mes de marzo. En ese sentido, el gasto social al 31 de mayo refleja una afectación de apenas un 5% de rebaja en promedio, existiendo sectores como el de desarrollo urbano y vivienda que se incrementó el 108%. Ecuador recibirá USD 2.040 millones como apoyo de los multilaterales para combatir el COVID en Ecuador, los cuales provienen de los siguientes fuentes: 520 del Banco Mundial, 640 del Fondo Monetario Internacional (FMI), 530 del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y 350 de la Corporación Andina de Fomento (CAF).

	97
	Además, ¿los requisitos de reembolso de la deuda han resultado en presiones a su Gobierno para que recorte algunos de los gastos sociales, incluidos los de salud? En caso afirmativo, ¿cree que esto ha obstaculizado la respuesta actual del sistema de salud a la crisis de COVID-19?
	Los requisitos de reembolso de la deuda, en ningún caso, han implicado que hayan existido presiones al Gobierno del Ecuador para que reduzca partidas destinadas a gastos sociales.

	98
	De cara al futuro, ¿qué medidas o recomendaciones de políticas están siendo consideradas por su gobierno/institución para la recuperación económica y la sostenibilidad de la deuda y para prevenir y mitigar los impactos en los derechos humanos de las consecuencias económicas de COVID-19?
	El Gobierno del Ecuador, en abril de 2020, presentó a la Asamblea Nacional dos proyectos de ley con carácter de urgencia en materia económica. Por un lado, el proyecto de Ley Orgánica para el Ordenamiento de las Finanzas Públicas, que actualmente se tramita en la Comisión del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, tiene por objeto afinar el marco normativo de los componentes fiscales para potenciar los atributos de un régimen de desarrollo organizado, sostenible y dinámico, mediante los enfoques de: Gestión de Deuda Pública, Limitación del Gasto, Creación de un Fondo de Estabilización, y Cambios en la Gestión de Instrumentos Financieros de Corto Plazo. En la actualidad, este proyecto de ley. Por otro, lado el proyecto de Ley de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria Derivada del COVID-19, con los objetivos de reforzar el apoyo a familias ecuatorianas, sostener el empleo, incentivar la producción y asegurar la provisión de servicios, fue aprobada por la Asamblea publicada en el Registro Oficial 229 Suplemento, de 22 de junio de 2020. También se han presentado los siguientes programas:

· Programa Reactívate Ecuador, un crédito al 5 % con 36 meses de plazo y 6 de gracia, para la reactivación de micro, pequeñas y medianas empresas. El programa de financiamiento destinado para empresas afectadas durante la pandemia del COVID-19 tiene previsto entregar USD 1.150 millones este año. 

· “Reactívate Turismo” es un programa para recuperar al sector turístico. Financia a MYPIMES (micro, pequeñas y medianas empresas), la iniciativa incluye reactivar los destinos con protocolos de bioseguridad, otorgar créditos por USD 483,5 millones. Los montos de financiamiento van desde USD 500 hasta USD 500.000. Estos créditos se entregarán hasta por 36 meses plazo, con seis meses de gracia y una tasa de interés de hasta 5 %.

· Creación del Fondo de Garantías también es una herramienta útil, pues muchas empresas pueden no tenerlas y opera hasta por 80% del crédito y el pago es de menos de 1% extra.

· BanEcuador y la Corporación Financiera Nacional pueden diferir hasta en 12 meses 1/3 los pagos de los intereses de sus préstamos de marzo, abril y mayo, y el capital repartido hasta el final del plazo del crédito. Las cooperativas de ahorro y crédito que reciben apoyo de la Corporación Nacional de Finanzas Populares, podrán reprogramar y refinanciar su cartera hasta en 60 días. 

· Se estableció el diferimiento de pago sin recargos de las planillas de los servicios básicos de agua y luz, de los meses de abril, mayo, junio, de agricultores, pequeños comerciantes y artesanos. 

· El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) aplazará por 90 días el pago de los aportes de abril, mayo y junio, para los afiliados voluntarios y sin relación de dependencia. 

· El Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, activó su instrumento de “Préstamo quirografario emergente” con tres meses de gracia, nueve meses plazo y tasas preferenciales entre 6,5% al 8,5%.

· El Banco de Desarrollo Ecuador B.P. con apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo, ofrece un producto financiero que los Gobiernos Autónomos Descentralizados (GADs) puedan acceder; del mismo modo, reestructurará las deudas de los GADs pequeños y medianos.




Fecha: 15 de julio de 2020.
� Los derechos culturales incluyen los derechos a participar en la vida cultural sin discriminación, a acceder y disfrutar del patrimonio, a la libertad artística y científica y a beneficiarse de los conocimientos científicos y sus aplicaciones. La vida cultural incluye las artes escénicas, los museos, los sitios patrimoniales, los deportes y los espacios públicos utilizados para diversas reuniones culturales y sociales.
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